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entrados y continuar la discusión general y particular del pro- 
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La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- (Carp. N' 304/90 - Rep. N” 198/91 y Anexos I, 11 y III). 
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2) ASISTENCIA 

ASISTEN: los señores senadores Amorín Larrañaga, 
Arana, Astori, Belvisi, Blanco, Bouza, Bruera, Cadenas 
Boix, Cassina, Cigliuti, de Fuentes, de Posadas Montero, 
Gargano, González Modernell, Irurtia, Korzeniak, Lenzi, 
Millor, Olazábal, Oxacelhay, Raffo, Ricaldoni, Santoro, 
Silveira Zavala, Urioste y Zumarán. 

FALTAN: con licencia, los señores senadores Abreu, 
Brause, Pérez y Singlet; con aviso, los señores senadores 
Araújo y Batalla. 

3) EXCUSACION DE INASISTENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, se levanta el 
cuarto intermedio, 


(Es la hora 16 y 3 minutos) 
-Dése cuenta de una excusación de inasistencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Araújo remite nota por la que excusa su 
inasistencia a la sesión de la fecha”. 


-L£ase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 12 de junio de 1991. 
Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Por intermedio de la presente, deseo poner en su conoci- 
miento, y por su intermedio trasmitirles a los demás integran- 
tes del Cuerpo, que por razones de salud, me veo imposibilita- 
do de asistir a la sesión a realizarse en la tarde de hoy. 

Sin otro particular, se despide de Ud. muy atte. 

José Germán Araújo. Senador”. 

SEÑOR PRESIDENTE, - Téngase presente. 

4) EMPRESAS PUBLICAS 
SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 


con la consideración de] proyecto de ley de Empresas Públi- 
cas. (Carp. N* 304/90 - Rep. N* 198/91 y Anexos I, II y MI). 
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12 de Junio de 1991 
(Antecedentes: ver 19a. S.E.) 

-Continúa la discusión general. 

Tiene la palabra el señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: es innegable que 
en torno a este proyecto, y fuera de este recinto parlamentario, 
se han producido hechos políticos de amplia repercusión pú- 
blica. No voy a referirme a ellos ni tampoco voy a comentar, 
por ende, las posiciones políticas con ellos relacionadas. Me 
voy a ceñir al análisis del proyecto que tenemos a considera- 
ción así como a las implicaciones que él tiene, a mi juicio, en 
la transformación del Estado uruguayo. 


Pienso que todos los episodios políticos que de alguna 
manera se vinculan a este texto son aspectos anecdóticos que 
se esfumarán con el transcurso del tiempo, quedando, en cam- 
bio, el proyecto en sí y su significado en una etapa histórica, 
trascendente, para la vida de nuestro país. 


Mi exposición, señor Presidente, se va a desarrollar de 
acuerdo con el siguiente esquema. En primer lugar, me voy a 
referir a la ubicación del proyecto que tenemos a estudio en 
un marco conceptual, filosófico, con respecto al papel y a las 
funciones del Estado y a su ubicación en el contexto interna- 
cional, es decir, en lo que es la evolución y las manifestacio- 
nes de profundos cambios que se producen en el plano mun- 
dial. En segundo término, abordaré el contenido del proyecto 
y analizaré lo relativo al ejercicio de las facultades que él 
otorga. La tercera parte de mi exposición versará sobre algu- 
nas de las observaciones críticas de carácter general que suc- 
len presentarse en la consideración de este texto. A continua- 
ción, me referiré a lo que, a mi juicio, le falta a este proyecto, 
y por último realizaré algunas consideraciones finales. 


Voy a comenzar, pues, señor Presidente, con la primera 
parte de mi exposición, es decir, la ubicación de este tema 
dentro de un contexto conceptual y en el marco internacional. 
Se hace necesario efectuar una referencia al marco conceptual 
porque, a propósito de la discusión del tema de las empresas 
públicas, inevitablemente estamos implicando también lo que 
nosotros entendemos deben ser las funciones del Estado, Polí- 
ticamente, también ha sido visto así, como una definición 
sobre lo que filosófica y políticamente -en su sentido profun- 
do- creemos debe ser el Estado. 


En la carátula del documento que estamos analizando se 
expresa lo siguiente: “Modificaciones al régimen de las em- 
presas públicas del dominio industrial y comercial del Esta- 
do”. Más allá de las disposiciones concretas relativas a este 
tema, en términos políticos y económicos este proyecto impli- 
ca una definición acerca del Estado y una toma de posición 
sobre su papel. 


En primer término, nos vemos exigidos a contestar la si- 
guiente pregunta: ¿Estamos dispuestos a cambiar en esta ma- 
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teria o, por el contrario, descamos permanecer aferrados a la 
realidad actual? 


En segundo lugar, nos exige decidir si el cambio es para 
que haya más Estado y menos sociedad o, por el contrario, 
más sociedad y menos Estado. Deseo señalar desde el comien- 
zo, con firmeza, que nosotros estamos por el cambio y por la 
sociedad. A través de estas medidas y de otras de carácter le- 
gislativo y político, aspiramos a abrir un cauce, un espacio 
más amplio para la iniciativa y actividad de las personas. 
Creemos -repito, con firmeza- que es en la sociedad y en sus 
integrantes donde reside el motor del crecimiento y de la 
innovación; pero, por cierto, en este enfoque no se trata de 
disminuir la autoridad del Estado, sino de dirigirla hacia las 
árcas en las que puede y debe actuar, y allí fortalecerla. 


Hemos observado -es un hecho que no se da sólo en el 
plano nacional, sino también en el internacional- que la exten- 
sión de las tareas que se le suele asignar al Estado -y nuestra 
propia Constitución y las leyes son una demostración dramáli- 
ca de esc crecimiento aluvional de tareas- ha llevado a desple- 
gar la acción pública en un frente tan extenso, tan amplio que, 
al fin de cuentas el responsable de llevarlo adelante poco o 
nada puede atender bien y con profundidad. Los limitados re- 
cursos disponibles -en este sentido tenemos que ser realistas y 
esto se expresó en Sala en el transcurso de los últimos días- se 
dispersan en tantos objetivos y destinos, tal vez, muy loables 
y plausibles sino que, finalmente, por su multiplicación, resul- 
ta que los más necesitados no reciben lo que requieren indis- 
pensablemente. 


El propio sistema político se resiente porque las expectali- 
vas populares se centran en el Estado -que se supone habrá de 
resolver todos esos problemas- extendido en ese amplio fren- 
te, Cuando eso no sucede y esas expectativas son defrauda- 
das, entonces, cunde el escepticismo, el descrédito y el des- 
prestigio de las instituciones. Hemos pedido tareas y concedi- 
do facultades a los organismos públicos más de lo que razona- 
blemente podían atender con eficacia. 


Descamos un Estado con autoridad y capaz de cumplir sus 
fines y liberado de tareas que lo paralizan y disminuyen y que, 
en definitiva, enervan la dinámica social, porque en tanto que 
esas tarcas son confiadas al Estado, es la sociedad la que deja 
de actuar en ese ámbito. Centrándose su constitución creadora 
el Estado será tanto más fuerte en su función insustituible de 
promover el bien común, cuanto mejor cumpla su papel. 


Me excuso, señor Presidente, porque en este momento me 
gustaría resumir en cuatro o cinco puntos lo que consideramos 
es el papel de! Estado. Insisto en esta aparente desviación del 
tema central que estamos tratando porque, como decía al co- 
mienzo de mi exposición, inevitablemente, el análisis del 
tema relativo a las empresas públicas pone en discusión a 
nuestro punto de vista acerca del Estado y lo que pretendemos 
de él. Es bucno, pues, para evitar simplificaciones en cuanto a 
las posiciones políticas, definir estos puntos. 
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Pensamos que el Estado debe asegurar la realización de 
sus fines primarios, esenciales, en el sentido clásico de esta 
expresión en el Derecho Constitucional y en el Derecho Públi- 
co. En segundo término, nos parece que debe ser el responsa- 
ble de crear condiciones que aseguren la satisfacción de cicr- 
tas necesidades básicas en materia de salud, vivienda, educa- 
ción y, también, la disponibilidad de un sistema de seguridad 
social. En tercer lugar, entendemos que tiene que establecer 
políticas que orienten la economía en su conjunto, así como 
intervenir para corregir las distorsiones del mercado y para 
promover y estimular la participación de las personas en la 
propiedad y en la dinámica económica. Por último, también 
creemos que debe mantener actividades empresariales, pero 
en forma subsidiaria, cuando ello sea necesario por cuestiones 
económicas y políticas de magnitud. 


En este orden de pensamiento -y queremos ser muy claros 
al respecto- no acompañamos ni podríamos apoyar una intro- 
ducción lateral del socialismo por vía indirecta, a través de la 
ampliación de la órbita del Estado empresario. Al respecto, 
recibí con satisfacción las expresiones vertidas en el día de 
ayer por el señor senador Astori en cuanto a la posición políti- 
ca del sector que representa, en el sentido de no procurar la 
extensión de la acción estatal, posición que comparto. Así 
como no acompañaríamos la introducción del socialismo por 
la extensión de la función del Estado empresario, tampoco 
estamos de acuerdo con la corruptela del Estado que, a costa 
de la comunidad asume, las empresas capitalistas fracasadas. 
Estamos en desacuerdo con que haya un sistema económico- 
político en el cual las ganancias scan individuales, y las pérdi- 
das sociales. 


Estas consideraciones, señor Presidente, en las que pongo 
particular énfasis, pretenden ilustrar el orden de pensamiento 
con el que nos aproximamos al proyecto a consideración del 
Senado y señalan, además -a mi juicio, claramente- nuestra 
voluntad de fortalecer al Estado para el cumplimiento de sus 
fines así definidos, en particular, su condición de promotor del 
bien común y su función de reasignar los recursos generados 
en la economía libre, a los efectos de asegurar la cobertura de 
solidaridad para los menos afortunados. 


Desde nuestro punto de vista -y quiero destacarlo expresa- 
mente- solidaridad no significa socialismo, ni el socialismo 
tiene el monopolio de la solidaridad. Por el contrario, pensa- 
mos que en una economía libre, con un marco normativo y 
políticas adecuadas, con un Estado no ausente ni prescindente, 
pero que deje actuar a la sociedad, se encuentra la vía más 
idónea para lograr la realización de los objetivos sociales, 
Asimismo, entendemos que por esta vía de economía libre, 
como lo muestra claramente, desde nuestro punto de vista, la 
experiencia comparada, es donde se alcanzan los mejores re- 
sultados que hacen posible y efectivas las políticas sociales. 
Es en este contexto conceptual que definimos nuestra posición 
con respecto al proyecto. Deseo manifestar -y hago una breve 
referencia política- que este contexto conceptual es homogé- 
neo con el documento histórico adoptado, en esta materia, por 
la Convención del Partido Colorado el sábado próximo pasa- 
do. 
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En un pasaje medular de ese documento, señalando las 
distintas alternativas sobre el modelo de Estado, se concluye: 
“Finalmente, la posición de aquellos que siendo partidarios de 
una economía de mercado conciben un Estado de menores 
dimensiones, que desempeñe un papel promocional activo, 
que establezca políticas macro y sectoriales que promuevan e 
incentiven el sector privado, que asegure condiciones compe- 
titivas y que cubra las fallas del mercado o aquellas activida- 
des esenciales que aquél no esté en condiciones de atender o 
no quiera hacerlo, y que asegure a los sectores carenciados 
servicios básicos de cobertura de los riesgos sociales”. 


Me voy a referir ahora al contexto internacional del pro- 
yecto. 


Durante buena parte del siglo prevaleció el concepto de 
que las empresas a cargo del Estado constituían la mejor solu- 
ción para un conjunto de aspectos sociales y aun políticos, 
Esta concepción se nutrió, por cierto, de vertientes diversas. 
De alguna manera continuaba la tradición de las empresas 
reales del antiguo régimen, que a través del Estado nacional 
fueron finalmente heredadas por los Estados modernos y para- 
dójicamente fueron vistas también como forma de realización 
del socialismo, o al menos de alguno de sus objetivos. 


No es extraño, pues, que sistemas políticos diferentes, de 
izquierda y de derecha, hayan auspiciado y apoyado esta con- 
cepción que, en definitiva, concentra más poder en el Estado 
y deja en sus manos más resortes y porciones de la economía 
bajo su control directo. 


Hoy -y desde hace por lo menos diez años- se percibe en 
todas partes un movimiento formidable en dirección opuesta. 
Centenares de empresas de todos los giros -industria pesada, 
comercios, hoteles, bancos, explotaciones petrolíferas- en los 
más diversos países, están en proceso de privatización o han 
sido privatizadas. La inversión extranjera, las llamadas “joint 
ventures”, las empresas con actividades internacionales o tras- 
nacionales operan ampliamente, cada vez más libremente 
aceptadas y aun auspiciadas, y todos somos testigos, en todas 
partes, de hasta la competencia a que se llega por lograr su 
concurso y su radicación. Esto ocurre en los más diversos en- 
tornos geográficos, económicos y políticos. 


El concepto de naciones autárquicas, estructuradas econó- 
micamente en torno a un plan y a poderosas empresas estata- 
les, es sustituido por una realidad más internacional, más li- 
bre, con más espacio para el mercado, la actividad privada y 
las fuerzas que emanan de su iniciativa y creatividad. 


Distintos factores convergen en esta nueva dirección. Voy 
a mencionar esquemáticamente algunos. 


En primer lugar, la experiencia comparada de décadas no 
arroja en general resultados positivos. Se advierte que los 
objetivos buscados por estas empresas -objetivos generalmen- 
te loables y compartibles- si se alcanzan, es a un costo eleva- 
do en términos de precio y calidad, a lo que suelen sumarse 
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déficit, todo lo cual recae, en definitiva, sobre la comunidad 
en su conjunto y se traduce en una menor capacidad de com- 
petencia internacional. 


Las empresas públicas pueden ser eficaces, pero general- 
mente no son eficientes; es decir que logran cumplir los co- 
metidos que se les han confiado, pero lo hacen a un costo 
elevado que grava en definitva a la comunidad. 


Otro factor que también considero confluye a este cambio 
en la dirección y en la actitud hacia las empresas del Estado 
es el de que los Estados, los Gobiernos en general, no se 
encuentran en condiciones de realizar las inversiones requeri- 
das para mantener actualizadas a las empresas y para situarlas 
en los niveles de innovación tecnológica. Existe un proceso 
que algunos llaman de desinversión, más allá de la mayor o 
menor voluntad política de un Estado de fortalecer y capitali- 
zar a sus empresas hay -forzosamente- limitaciones de carác- 
ter material que impiden llevar eso adelante. 


También se advierte que muchas veces las empresas son 
utilizadas como un recurso tributario y como una manera de 
succionar recursos de la comunidad hacia las tesorerías, y no 
de lograr el cumplimiento de los fines para los cuales precisa- 
mente han sido creadas. 


Asimismo, un examen más afinado y menos ideológico de 
los hechos, muestra que buena parte de los objetivos persegui- 
dos con la creación de empresas públicas -y mejor aún- se 
puede alcanzar por otras vías. En efecto, no es indispensable 
que sea el Estado el que produzca los bienes y los servicios 
concretos para que la comunidad esté mejor servida y atendi- 
da. Se ha dicho que el Estado puede ser -y normalmente es- 
mucho más eficaz controlando a otros que a sí mismo. 


Finalmente, el trascendente hecho político y económico 
del derrumbe del socialismo real es un factor fundamental en 
este proceso de privatización; no solamente por la cantidad de 
empresas que por ese motivo se han lanzado al mercado -lo 
que sería un aspecto cuantitativo- sino también por un aspecto 
cualitativo, conceptual. Con relación a esta profunda transfor- 
mación que está desarrollándose en la Unión Soviética, en 
Europa Oriental, a menudo damos mayor relevancia y trascen- 
dencia a lo que es aparentemente más espectacular, más lla- 
mativo, que son los cambios en el contexto político, en sus 
instituciones, en el funcionamiento de nuevos mecanismos po- 
líticos y en la organización de su vida política. Y esto es real- 
mente un hecho dramático. Pero no podemos limitarnos a esa 
visión, a un aspecto; tenemos que ver que hay además otro as- 
pecto igualmente trascendente, que es el radical fracaso del 
sistema económico que dominó durante décadas en esos paí- 
ses y la evolución y esfuerzo que ellos hacen por ir hacia otros 
modelos, hacia otras soluciones de mayor libertad. 


Soy consciente, señor Presidente, de que -como se anotó 
en el debate de ayer- no es igual la situación de países en los 
que el 90% de la economía está controlada por el Estado que 
la del Uruguay. Eso es absolutamente claro y comparto ese 
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punto de vista. Lo que sí quiero extraer de este hecho político 
y económico es que el sistema de actuación a través de em- 
presas públicas en distintas partes del mundo ha entrado en un 
proceso de revisión, de reajuste y de redimensionamiento. Eso 
no nos lleva a abominar de esas empresas -y me voy a referir 
a ello más adelante, cuando aborde el capítulo de mi exposi- 
ción que titulo “Lo que le falta al proyecto”- pero indudable- 
mente este contexto internacional nos está mostrando un cam- 
bio radical en lo que era la tendencia de cómo abordar ese 
tipo de funciones y tareas; una inversión radical y dramática 
de la dirección, del sentido de los acontecimientos. Y esto su- 
cede en las más diversas latitudes, con Gobiernos socialistas, 
liberales o demócrata-cristianos. 


Entiendo que este hecho corrobora lo que para mí es una 
verdad sustancial del enfoque político y económico de la or- 
ganización de los estados: siempre -estoy convencido de ello- 
la libre iniciativa de las personas y de la sociedad, desplegada 
en toda la amplitud de la capacidad creadora del ser humano, 
va a tener ventajas sobre un grupo de planificadores que digan 
a la gente qué es lo que debe hacer. 


Este enfoque no nos debe llevar a decir que no debe haber 
Estado. No; precisamente he comenzado mi intervención se- 


falando que debe haberlo, y que debe ser fuerte y eficaz. * 


Pero, evidentemente, lo que el contexto internacional nos 
muestra cs un nuevo enfoque de esta realidad de organización 
económica. Por eso no nos sorprende ni es ya noticia que la 
“Mc Donald's” -para decir algo llamativo- pueda operar en 
Moscú o que el peronismo de! Presidente Menem privatice, 
así como tampoco nos llama la atención las orientaciones de 
política económica de Felipe González, de Craxi, de Papan- 
dreu o de Hawke en Australia. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Jude) 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: me gustaría aportar 
un punto de vista al tema que está tocando el señor senador 
Blanco, que por otra parte no es la primera vez que se men- 
ciona y que debe ser tenido en cuenta. 


Se ha venido oponiendo el dilema entre la libertad econó- 
mica, la libertad de iniciativa privada, la libertad del capital 
privado de las empresas capitalistas, y un grupo de planifica- 
dores, generalmente reducido, que dicen a la sociedad lo que 
tiene que hacer. 


Naturalmente ha habido, entre quienes lo han planteado 
-incluidos entre ellos el señor senador Blanco- un pronuncia- 
miento a favor de lo primero. Quisiera que tuviéramos en 
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Cuenta este hecho. En este marco de supuesta libertad total de 
empresas capitalistas se ha producido en el mundo un enorme 
poder concentrador. Voy a dar una sola cifra elaborada recien- 
temente por las Naciones Unidas: 860 empresas dominan el 
80% de la producción industrial de todo el mundo capitalista. 
Reitero la cifra para que nadié crea que ha habido un error o 
equivocación: 860 empresas dominan el 80% de la producción 
industrial de todo el planeta, en la organización capitalista. 
¿Quiénes dirigen esas empresas? Esas empresas son dirigidas 
también por burócratas y por burócratas que recurren riguro- 
samente a la planificación, porque se trata de empresas abso- 
lutamente planificadas. No tengo ninguna duda de que en ese 
altísimo poder concentrador -860 empresas dominan el 80% 
de la producción industrial del mundo- los burócratas deciden 
lo que la gente hace. No tengo ninguna duda al respecto. 


Termino, señor Presidente -y agradezco al señor senador 
Blanco por la interrupción que me ha concedido- expresando 
que en el debate también debemos tener en cuenta que los 
burócratas no están sólo en el Estado, también son ejecutivos 
de empresas privadas; Poder Ejecutivo cada vez más separado 
de su propiedad porque los que toman decisiones en las em- 
presas no son fundamentalmente sus propietarios -me refiero a 
las grandes corporaciones- sino burócratas planificadores que 
deciden el destino de la gente a veces, que deciden tecnología, 
que resuelven inversiones y que orientan sus pautas de consu- 
mo, que orientan la inversión de todo un país; en una palabra, 
afectan los aspectos más relevantes de la vida en sociedad. 


Entonces, cuando nos enfrentamos al dilema de la libertad 
y la decisión, por un lado, y de la planificación y los burócra- 
tas, por otro, no debemos olvidar que también hay burócratas 
planificadores -que son muy pocos- decidiendo el destino de 
la gente, al frente de las grandes empresas capitalistas priva- 
das. Son empresas que, entre otras cosas, están cubriendo los 
espacios que dejan libres los procesos de privatización en 
nuestros países. Me parece que es necesario tener en cuenta 
este punto al realizar el análisis. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Puede conti- 
nuar el sefior senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Agradezco al señor senador Astori 
los comentarios que ha formulado porque, en mi criterio, con- 
tribuyen a enriquecer el debate y a precisar un poco más los 
conceptos. 


De ninguna manera podría pensarse -y más adelante me 
voy a referir al tema en el capítulo en que comento lo que, a 
mi juicio, le falta al proyecto- que en el mundo de hoy hay 
sólo dos soluciones: una, según la cual la libertad reside en 
que todo vale -o vale todo, para emplear una expresión muy 
popular en este momento- y otra, en función de la cual cuatro 
O cinco personas le dicen a todo el mundo lo que tiene que 
hacer, y que entre ambas no hay ninguna otra. Dentro de los 
comentarios iniciales que formulé -calificándolos como marco 
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conceptual de mi exposición- me dediqué a señalar nuestra 
posición política de respaldo a un Estado con autoridad y 
fuerza, no inerte sino activo. 


Quiero señalar -y a eso conducía la referencia a todo este 
proceso que se está desarrollando en el mundo- que parece 
claro que antes hubo un exceso en lo que se refiere a control, 
intervención, fiscalización y estatización en perjuicio de la li- 
bertad y que ahora se produce una reacción por parte de la 
sociedad libre que quiere recuperar su iniciativa y su capaci- 
dad creadora. Eso es lo que muestra esta enorme tendencia 
que se verifica en todas partes, en lugares tan diferentes como 
Ulan Bator, Mongolia, o el gobierno fundamentalista de Irán, 
que están en esta misma dirección. Asimismo, leí la noticia 
según la cual Cubana de Aviación admitió una participación 
mayoritaria de VASP -empresa brasileña de aviación- en su 
funcionamiento. En Francia, el señor Presidente Mitterrand 
autorizó la participación o el ingreso de capitales privados en 
las empresas públicas francesas. También en estos días se ha 
hablado mucho del cambio ocurrido en la orientación política 
del Partido Revolucionario Institucional Mexicano y así, en 
los más diversos escenarios. Pero, insisto, señor Presidente, en 
que estos comentarios y reflexiones no conducen a la desapa- 


rición del Estado, sino a demostrar que existe una tendencia * 


generalizada a abrir un mayor espacio para la libertad, para la 
iniciativa. 


Sin necesidad de suscribir la tesis polémica de Francis Fu- 
kuyama expuesta en su artículo “Sobre el fin de la historia y 
de las ideologías”, es posible advertir que las más diversas 
economías del mundo se encaminan en esa dirección, es decir, 
en ir convirtiéndose en economías más libres, con mayor es- 
pacio para la gestión privada. 


Completando el comentario relativo a la intervención del 
señor senador Astori, me atrevería a decir que probablemente 
el mundo se encamina hacia un rediseño de los equilibrios del 
sector público y del sector privado, o sea, hacia una nueva 
forma de equilibrio entre ambos sectores. Es en este contexto 
conceptual e internacional que se ubica el proyecto que esta- 
mos examinando que, como dice su carátula, se refiere a la 
reforma de las empresas del Estado y no al cambio total de 
todo, sino de un aspecto que, a mi juicio -en virtud de estas 
consideraciones- está enfocado en la dirección correcta. 


Paso ahora, señor Presidente, a la segunda parte de mi 
exposición que se refiere al contenido del proyecto y al ejerci- 
cio de las facultades que él otorga. 


En primer lugar y a la luz de todo lo dicho hasta el mo- 
mento, podría pensarse que si apoyamos este proyecto que 
está -podríamos decir- en la onda privatizadora estamos adop- 
tando una medida legislativa que liquida el dominio comercial 
e industrial del Estado; que su sanción significa la desapari- 
ción de dicho dominio comercial e industrial; y que, de paso, 
se barre con una función sustancial y muy importante del 
Estado. 
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Frente a esto, deseo afirmar que de ninguna manera es así. 
El proyecto en sí mismo, en ninguna de sus disposiciones 
contenidas en la parte general -que es la más cuestionada y 
discutida- decide privatizaciones. Se trata de un instrumento 
que habilita al Estado y a los Entes industriales y comerciales 
a cumplir sus cometidos con mayor flexibilidad, dotándolos 
de medios jurídicos más amplios, inclusive, de la posibilidad 
de privatizar. Esta facultad puede ser ejercida parcialmente o 
cubrir un espectro más amplio de los cometidos de las empre- 
sas. En este sentido, el proyecto está situado en la línea con- 
ceptual afirmada que además se percibe históricamente en 
aplicación. 


Quiero decir, como afirmación política -que para nosotros 
es muy importante- que no aceptamos, de ninguna mancra, 
que estos instrumentos jurídicos que aquí se crean y que por sí 
mismos no deciden la privatización puedan ser utilizados en 
una forma que suponga una privatización masiva, indiscrimi- 
nada, al barrer, Tal como muchos otros casos de facultades ju- 
rídicas que posee el Estado, otorgada por la Constitución o 
por las leyes, podrán ser bien o mal usadas. Lo que queremos 
significar es que no estaríamos de acuerdo, ni respaldaríamos 
una actitud de utilización -insisto- de estos mecanismos jurídi- 
cos que en sí mismos no son privatizadores de una manera 
indiscriminada y masiva. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BLANCO. - Sí, con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Esto me parece un poco la continua- 
ción del debate que tuvimos -y pido disculpas al resto de los 
señores senadores- en la Convención de nuestro Partido. 


Estoy de acuerdo con el señor senador Blanco cuando dice 
que este proyecto no privatiza al barrer y que el mismo abre 
una instancia para que se pueda privatizar. No obstante ello, 
creo que el señor senador tiene un error de concepto puesto 
que €l habla de que se autoriza al Estado la eventualidad de 
privatizar -con ese principio estaríamos de acuerdo- pero este 
proyecto no autoriza al Estado sino al Poder Ejecutivo, que es 
una parie de él. Entonces, pienso que esto debe quedar claro 
pues planteado como lo hace el señor senador Blanco -al 
menos desde nuestros parámetros- sería difícil oponerse a este 
proyecto porque nosotros somos partidarios de que bajo cicr- 
tas circunstancias, controles y estudios, el Estado uruguayo 
pueda ir privatizando algunas -no todas- ramas de su activi- 
dad. Pero de lo que no somos partidarios -y por esa razón no 
vamos a votar el Capítulo | de este proyecto de ley- es de que 
se le extienda a este Poder Ejecutivo -o a cualquier otro- un 
documento en blanco para que, a partir del momento en que el 
Poder Legislativo vote ese Capítulo, el Poder Ejecutivo de 
turno pueda privatizar como quiera e inclusive llegar a hacer- 
lo en forma masiva. Pero, debemos tener en cuenta que una 
cosa es el Estado y otra el Poder Ejecutivo; son dos conceptos 
distintos. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Puede conti- 
nuar el señor senador Blanco. 


SEÑOR RAFFO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con el permiso de la Presidencia le 
voy a conceder la interrupción que me solicita el señor sena- 
dor Raffo pero voy a rogar encarecidamente a los estimados 
colegas que me permitan continuar con mi exposición ya que 
quería limitarla al término de una hora puesto que luego tene- 
mos reunión de Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Puede inte- 
rrumpir cl señor senador. 


SEÑOR RAFFO. - Señor Presidente: me voy a referir a las 
recientes apreciaciones del señor senador Millor sobre las 
consideraciones que hacía el señor senador Blanco. 


Entiendo que el Estado debe tener una expresión jurídica 
que, en el día de mañana, podrá ser el Poder Ejecutivo, el 
Legislativo o el Judicial. En este caso, o es el Poder Ejecutivo 
o el Legislativo. Lo que quizás reclame el señor senador Mi- 
llor es que la voluntad debe quedar en manos del Poder Legis- 
lativo y no del Ejecutivo. Pero, la expresión del Estado, ine- 
quívocamente, será la que este Cuerpo designe. Si el Parla- 
mento autoriza y faculta, de acuerdo con la Constitución y 
con la ley, a que el Poder Ejecutivo pueda operar en ese 
sentido, en el día de mañana, el Estado uruguayo -representa- 
do por el Poder Ejecutivo, porque la Constitución y la ley se 
lo permiten- operará de esa manera. Lo que puede sostenerse 
en contrario es que el Poder Legislativo no ceda esas faculta- 
des al Poder Ejecutivo; si lo hace pienso que es porque en este 
momento hay mayoría en el Poder Legislativo que está orien- 
tada en ese sentido. 


Muchas gracias, señor senador, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Puede conti- 
nuar el señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Agradezco la interrupción del señor 
senador Millor a la que me voy a referir en algunos minutos, 
ya que el punto que ha planteado es muy pertinente y válido, 
y merece un tratamiento más profundo. Asimismo agradezco 
la interrupción coadyuvante del señor senador Raffo. 


El proyecto otorga una serie de facultades como ser la de 
dar concesiones, permisos, autorizaciones, contratar o subcon- 
tratar con terceros; y en el caso de PLUNA y ANTEL permite 
que puedan asociarse con capitales privados y autoriza a UTE 
a la integración, de su sistema interconectado, a centrales de 
generación y líneas de trasmisión, propiedad de terceros. Es- 
tas facultades deberán ser cumplidas de acuerdo con ciertas 
reglas que el propio proyecto establece más adelante. 


CAMARA DE SENADORES C.S.-37 


Personalmente considero que es necesario que el Estado 
uruguayo y sus empresas dispongan de estos poderes jurídi- 
cos. Esto es lo que ocurre actualmente en el resto del mundo 
en función de la necesidad de que las propias empresas tengan 
flexibilidad para operar y funcionar. Esto es, precisamente, lo 
que le habilita el proyecto y está bien. No podemos pensar 
que nuestras empresas estarán habilitadas para competir, re- 
gional o internacionalmente, sin estar dotadas de medios jurí- 
dicos más flexibles que le permitan realizar este tipo de com- 
binaciones y que haya una participación privada en las mis- 
mas. 


Así sucedió en Uruguay a fines del Siglo XIX y principios 
del XX, cuando las empresas privadas hicieron posible el fe- 
rrocarril, Jos teléfonos, la electricidad, el puerto, los faros, el 
saneamiento, los tranvías, el gas, etcétera. En ese entonces 
hubo además emprendimientos privados también en otras 
áreas que son notorios, e históricos como los casos de Reus, 
Mauá y Piria. ¿Todo esto lo podría haber hecho el Estado 
uruguayo? ¿Podría haber corrido el ferrocarril en nuestro país 
antes que en el Japón, como sucedió? ¿O qué, tal como leímos 
recientemente en la crónica periodística hace ya 120 años que 
existían comunicaciones telefónicas en el país? Actualmente 
el requerimiento de capitales es enorme para cumplir con es- 
tas finalidades. 


En el correr del debate en la discusión general de este 
proyecto se ha hablado del tema de ANTEL. ¿Qué significa la 
tecnología de comunicaciones hoy en día, para un país como 
el Uruguay en el que alrededor del 60% de su población está 
dedicada a los servicios, cuyos destinos, posibilidades y pers- 
pectivas en el marco de la integración regional es, precisa- 
mente, una actividad de servicios, si no tiene comunicaciones 
-no ya aceptables, sino las mejores posibles- si no se inserta 
en las redes de telemática y demás comunicaciones del mun- 
do? Y, ¿cuánto cuesta esto? Ello significará, alrededor de 
U$S 450:000.000 a 500:000.000 que tendrían que ser inverti- 
dos por lo menos en este período de Gobierno. Lo mismo cabe 
señalar para las demás empresas del Estado. 


Por otra parte, ¿podemos abordar el MERCOSUR sin po- 
der capitalizar nuestras empresas? Se habla mucho y se confía 
en la posibilidad de la inversión pública pero, lamentablemen- 
te, sabemos que es extremadamente reducida. 


Además, el simple mantenimiento de los niveles operati- 
vos de ANTEL significaría una cantidad similar al total de lo 
que se gasta en obras públicas en el Uruguay. Y ello no es 
para lograr los niveles de excelencia que nos coloquen en esa 
posición óptima de disputar un lugar en la prestación de servi- 
cios. 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for senador? 


SEÑOR BLANCO. - Me excuso por las razones que expli- 
caba recientemente en el sentido de que no voy a poder finali- 
zar a tiempo con mi intervención. 
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SEÑOR ZUMARAN. - Es para hacer simplemente una 
pregunta, señor senador. 


SEÑOR BLANCO. - Siendo así, le concedo la interrup- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - En la Comisión se debatió el tema 
referente a cuáles eran las necesidades de inversión de 
ANTEL. Confieso que no pude asistir a todas las reuniones, 
sino solamente a algunas, pero leí atentamente las actas; de 
ellas surge una gran confusión puesto que no se sabe de dónde 
salieron las cifras que ANTEL precisa invertir. 


Por eso, y dado que el señor senador ha hecho una afirma- 
ción tan rotunda sobre la necesidad de invertir, yo le quisiera 
preguntar de dónde surge dicha afirmación porque los miem- 
bros del Directorio, cuando estuvieron presentes en la Comi- 
sión, no precisaron cifras. Incluso, algunas de ellas nos fueron 
brindadas por los miembros del sindicato. En consecuencia, 
no tuvimos ningún otro elemento objetivo para conocer las 
cifras de inversión que necesita ANTEL,. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Raumar Jude). - Puede conti- 
nuar el señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Las cifras que tengo en mi poder me 
fueron proporcionadas en esa reunión de la Comisión a la que 
hacía alusión el señor senador, y en conversaciones manteni- 
das al finalizar la reunión con los miembros del Directorio. 


Por las razones expuestas, considero que es importante que 
exista este proyecto, que da facultades para realizar determi- 
nados actos jurídicos al Poder Ejecutivo y a las empresas. 


A continuación me voy a referir, a la pregunta que formu- 
lara hace algunos momentos el señor senador Millor, 


Pienso que dada la dinámica moderna y las condiciones in- 
ternacionales, es prácticamente imposible que cada acto de 
autorización, de aprobación y de concesión requiera sanción 
legislativa. Es más; ésta es la forma en que los Estados mo- 
dernos, avanzados, están procediendo, por la vía administrati- 
va. Sin embargo, esto no quiere decir que esa facultad que se 
da pueda scr usada en forma indiscriminada. Por ejemplo, y 
de acuerdo con la Constitución de la República, el Poder Eje- 
cutivo tiene la facultad de romper relaciones diplomáticas, 
pero eso no quiere decir que la ejerza todos los días. 


Tal como lo expresara en el día de ayer el señor senador 
Bouza -y me asocio a sus palabras- es preferible reprochar a 
un gobierno el mal uso que hace de ciertas facultades o bien 
su inacción, que negarle la posibilidad de actuar y de cumplir 
con la primera finalidad que tiene, que es la de gobernar, para 
la cual fue elegido. 
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Desafortunadamente, y como consecuencia de una deci- 
sión popular, en estos momentos no somos nosotros, no es el 
Partido Colorado el que gobierna. Pero queremos que el go- 
bierno de los uruguayos disponga de los medios jurídicos ne- 
cesarios para actuar. Esto no significa que el ejercicio de las 
facultades no esté sometido al control contable, legal de di- 
versos organismos y también al control político del Parlamen- 
to. 


Todos estos actos que deseamos incorporar a la legislación 
con este proyecto, habilitan al Parlamento al ejercicio de fa- 
Cultades de control. 


Es el Poder Ejecutivo, son los Directores de las empresas 
los que, constitucionalmente, tienen en sus manos la responsa- 
bilidad de elegir la oportunidad, el alcance y el uso de los 
medios jurídicos que se les da. Pero, repito, el ejercicio de 
estos medios tendrá que ser realizado de acuerdo con las re- 
glas que se fijan en este proyecto. O sea, que no se trata de 
una facultad que se otorga sin normas que la regulen, sino que 
está sujeta a reglas y al control político del Parlamento. Debo 
decir al respecto que, como sector político, vamos a seguir 
con atención el proceso consiguiente reclamando, toda vez 
que corresponda, el cumplimiento estricto de las referidas nor- 
mas. 


No nos pronunciamos de antemano sobre el acierto o no 
con que esas facultades, que otorgamos con confianza, van a 
ser ejercidas. Pero, tampoco presumimos de antemano que ese 
ejercicio va a ser equivocado o negativo. Nuestro juicio con- 
creto se hará oportunamente, caso por caso, con conocimiento 
de los hechos. Vamos a seguir con atención y seriedad la 
forma en que se usan esas facultades y también la forma en 
que no se usan. 


A continuación, voy a entrar en la tercera parte de mi 
intervención, planteando y procurando contestar algunas obje- 
ciones de carácter general, que expreso en forma simplificada. 


Una de ellas se refiere al argumento de que esto liquidaría 
el patrimonio del Estado. 


Ya hemos dicho con anterioridad que en este articulado 
nada indica, obliga o fuerza a que todo deba ser privatizado. 


Repito que, por medio de este proyecto, políticamente ten- 
demos a habilitar a nuestro Estado, a nuestras empresas esta- 
tales, a utilizar nuevos medios jurídicos para ganar en eficien- 
cia y competitividad. Estoy absolutamente convencido de que 
las empresas del Estado, utilizando los medios jurídicos que 
les damos en este proyecto, podrán actuar con mayor eficien- 
cia. 


Se ha dicho que esto afectaría, incluso, la soberanía nacio- 
nal. A esto podemos responder que el país más poderoso del 
mundo se constituyó como tal con un ínfimo dominio del 
Estado; las principales compañías de Suecia son privadas; en 
Francia, Volvo ha comprado parte del paquete accionario de 
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la Régie Renault y Vasp invirtió en la Compañía Cubana de 
Aviación; los japoneses han comprado el Rockefeller Center y 
las productoras de Hollywood. Todo esto responde a las nece- 
sidades actuales, de la economía internacional, a su ritmo y 
carácter, pero no quiere decir que no tengamos un Estado 
activo, que el Estado no sea dinámico ni fuerte. 


También se ha dicho que las necesidades de la deuda ex- 
terna eran las que determinaban el proyecto. El artículo 27 del 
mismo resta todo fundamento a esta observación. 


Una observación de naturaleza jurídica fue planteada en 
una de las primeras sesiones de la discusión general, por el 
señor senador Korzeniak, haciendo referencia a la posible in- 
constitucionalidad del Capítulo 1 del proyecto, en el que se 
otorgan las facultades. Observo que el artículo 189 de la 
Constitución permite, por dos tercios de votos, crear y supri- 
mir Entes Autónomos. O sea, que podrían incluso suprimirse 
todos los Entes Autónomos y no habría inconstitucionalidad al 
hacerlo. No hay ningún presunto principio implícito en la 
Constitución de la República que cercene la posibilidad de 
ejercer esa facultad que tiene el Parlamento con el Poder 
Ejecutivo como colegislador, 


Por lo tanto, considero que con mayor razón aun no hay 


inconstitucionalidad en el proyecto, el que no suprime ningún * 


Ente Autónomo sino que faculta a hacer concesiones y dar 
permisos. 


Por último, deseo hacer una breve referencia a una obje- 
ción de carácter político-partidaria. 


Se ha dicho que este proyecto se apartaría de la línea 
tradicional del Partido Colorado. 


Al respecto, debo decir que me siento solidario y orgulloso 
de la obra realizada por mi Partido en la construcción del 
Uruguay moderno, de su posición de vanguardia en las solu- 
ciones institucionales, de su sensibilidad social, de su apertura 
al mundo, de su visionaria anticipación a los tiempos, en todo 
lo cual la figura inmensa de José Batlle y Ordóñez tuvo un 
papel descollante. Por todas estas razones, no imagino al Par- 
tido Colorado anclado en el pasado, aferrado a fórmulas con- 
cebidas en otros tiempos y en otro escenario. Lo veo, sí, fiel a 
su espíritu cuando avanza, cuando participa en las corrientes 
dinámicas y progresistas del mundo. Mi Partido no pertenece 
al pasado, sino al presente y al futuro. 


Señor Presidente: a continuación, en la parte final de mi 
intervención, me referiré a lo que estimo le falta al proyecto. 


A mi juicio, la discusión del proyecto se ha presentado en 
blanco y negro. Por un lado, están los que quieren privatizarlo 
todo -se supone- a través del proyecto y, por otro, los que 
pretenden mantener el Estado tal como está -y me refiero al 
Estado en su sentido amplio, con sus empresas- haciéndole 
ajustes, modificaciones o transformaciones. Quiero que quede 
claro que nosotros no nos sentimos encerrados en esa aparente 
alternativa de hierro. 
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Creemos que nuestro Estado y nuestras empresas necesitan 
tener los medios jurídicos que este proyecto le concede, para 
que puedan participar real y efectivamente en la vida moderna 
internacional y en la competencia de estos días. Sin embargo, 
eso no quiere decir que no seamos partidarios además de una 
profunda y drástica reforma de las empresas del Estado tal 
como están. 


Debemos ser realistas y, en ese sentido, una vez aprobado 
este proyecto de ley -como creo que lo será- no vendrá una 
ola privatizadora, no desaparecerán todas las empresas, y fue- 
ra del Uruguay no se formará una cola de eventuales o poten- 
ciales compradores para ellas. Las principales empresas conti- 
nuarán estando en la órbita estatal y por medio de este proyec- 
to de ley les daremos las herramientas para que se manejen 
mejor, para que contraten y subcontraten con terceros en todas 
aquellas actividades periféricas que le complican su propio 
funcionamiento. Además, de esta manera podrán hacer ciertas 
concesiones y les vamos a permitir actuar con mayor fuerza y 
vigor. Pero, además de ello, pensamos que se debe profundi- 
zar más la reforma y cambiarlas totalmente en su interior para 
permitirles participar en el mundo de hoy en el que no hay 
ningún Estado que tenga todavía la pretensión de ser el que 
dirige la mayor parte de las empresas y en el tampoco hay 
ningún Estado que no tenga alguna participación empresarial 
de cierta naturaleza, en el que coexistan sin violencia distintas 
soluciones de empresas públicas, privadas, mixtas regidas por 
el Derecho Privado, o con acciones de las que son propietarios 
sus trabajadores, empleados, usuarios, ahorristas, los fondos 
de seguridad social, las reservas de los seguros, etcétera. 


Esa es la realidad del mundo de hoy y es lo que a mi juicio 
le falta al proyecto. Es decir, lo que refiere a la necesaria 
transformación de las empresas del Estado que van a perma- 
necer en su dominio. Es en esa línea de pensamiento que en la 
deliberación en la Comisión de Constitución y Legislación 
integrada, presenté una iniciativa que contenía alguno de estos 
elementos y que luego de reflexionar, la reformulé y concreté 
en un proyecto de ley que está radicado en dicha Comisión 
desde el día 13 de mayo pasado. 


Este proyecto contempla, fundamentalmente, los siguien- 
tes aspectos: una reforma radical del régimen jurídico de las 
empresas del Estado a fin de que puedan funcionar como si 
fueran privadas; un régimen de evaluación de todos los meca- 
nismos de gestión y producción de los bienes y servicios a su 
cargo; la ampliación al mundo del ámbito de acción de nues- 
tras empresas estatales; el establecimiento de un régimen de 
acciones para que, como dije anteriormente, los trabajadores, 
los usuarios, los ahorristas, los fondos de seguridad social y 
las reservas técnicas de los seguros puedan participar. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR RICALDONI. - Formulo moción para que se pro- 
rrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar, la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-28 en 29, Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Todo lo que he dicho anteriormenic, 
en términos realistas, es lo que le abrirá el camino al Uruguay 
hacia un verdadero mercado de valores -inexistente hasta el 
momento- que pueda hacer posible el acceso a la propiedad a 
muchas personas y que dé una opción diferente a las coloca- 
ciones financieras. A los elementos anteriormente expuestos, 
agrego que debe existir un régimen estricto y condiciones 
severas para la selección de los Directores de dichas empre- 
sas. 


En la sesión del día de ayer, los señores senadores Astori y 
Bouza, me honraron haciendo una referencia positiva a este 
aspecto de la iniciativa, lo que valoro debidamente y me ani- 
ma a continuar y persistir en esta línea. El señor senador 
Astori, manifestaba que, tal vez, todo esto podría haber que- 
dado perdido en los vaivenes del trabajo legislativo. A ese 
respecto, debo decir que eso no ha sucedido. Políticamente 
hemos considerado oportuno cooperar en la sanción del pro- 
yecto del Poder Ejecutivo, sin perjuicio de reservarnos el de- 
recho y la facultad que hemos ejercido para que, una iniciati- 
va de la naturaleza de la que presenté, pueda avanzar y com- 
plementar al proyecto, que estamos considerando en el día de 
hoy. 


Señor Presidente: todo esto es sólo parte de un proceso 
más amplio de reforma del Estado, de reformulación de sus 
funciones e instrumentos en cuyo ámbito, éste, siendo fuerte y 
eficiente en el cumplimiento de su rol, pese menos sobre la 
sociedad. Habrá más prosperidad y crecimiento cuando la so- 
ciedad sea más libre y esté menos supeditada al Estado y sus 
planes. 


Creemos que la justicia y la eficiencia, en nuestro país, y 
en todas partes, deben darse la mano. Recuerdo que en una 
reunión internacional, redactando un proyecto de resolución, 
un integrante de la misma me decía que no era posible colocar 
en el mismo párrafo las palabras justicia y eficiencia. Perso- 
nalmente, creo que eso no es así; no podremos ser justos en 
toda la dimensión de esta palabra y en su sentido social, si no 
somos eficientes y, no podremos ser eficientes si no somos 
capaces de establecer parámetros de justicia acordes a lo que 
son los valores atesorados por nuestra comunidad. 


Este proyecto no es -ni pretende ser, por cierto- la respues- 
ta global y completa a todas las necesidades de reestructura- 
ción del Estado. No se le presenta ni lo acompañamos porque 
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sea una panacea, pero es un importante paso en la dirección 
correcta y principios que requieren las cosas. 


No nos resignaremos al quietismo y al estancamiento. 
Queremos alejar, o más aún, sepultar, la idea de que en el 
Uruguay nada puede cambiar. Sí puede cambiar y este es un 
paso en esa dirección y no es el único, porque quien habla ha 
propuesto otro y también lo han hecho el Gobierno y nuestro 
Partido. ¡Pongámonos en marcha! ¡No nos resignemos al 
quietismo! Queremos que el Uruguay vuelva a ser el país de 
vanguardia en nuestra región y en el mundo y, por sobre todas 
las cosas, que alcance nuevamente ese admirable equilibrio 
-que en un tiempo de oro logramos- entre sus realizaciones 
económicas y sociales y ese admirable equilibrio que debe- 
mos buscar entre la justicia y la libertad. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción 
señor senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Muchas gracias, señor Presidente 
y señor senador Blanco. 


He pedido esta interrupción en virtud de haber sido aludi- 
do en forma expresa al mencionarse una afirmación que había 
hecho, relativa a la inconstitucionalidad del Capítulo 1 de este 
proyecto de ley. Aprovecho para aclarar que no la plantcé 
como posible, sino que manifesté que efectivamente existe. 


Como argumento contrario a esa tesis de inconstitucionali- 
dad, el señor senador Blanco sostuvo que el artículo 189 de la 
Constitución habilita por una mayoría especial de dos tercios 
de votos, a suprimir los Entes Autónomos; llevando esta hipó- 
tesis a sus extremos expresó que al no fijarse límites, podrían 
suprimirse todos los Entes Autónomos del país, eliminando 
prácticamente toda la actividad industrial y comercial del Es- 
tado. Según su razonamiento -que creo haber interpretado ob- 
jetivamente- como eso está previsto en la Constitución, no 
puede sostenerse que el Capítulo 1 de este proyecto sea in- 
constitucional. 


Al respecto, quiero hacer referencia a dos aspectos ele- 
mentales. 


En mi exposición cité expresamente el artículo 189 de la 
Constitución como prueba -que considero históricamente irre- 
batible- de que en el Uruguay hubo un consenso político muy 
importante -sobre todo entre los dos Partidos tradicionales, 
porque el Frente Amplio y el Nuevo Espacio no existían con 
sus dimensiones actuales- en el sentido de que el país habría 
de tener un ámbito industrial y comercial. Naturalmente, ese 
ámbito puede ser modificado si nuevamente se logra un gran 
consenso entre todos los partidos políticos. 
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Sin embargo, eso no invalida en modo alguno lo que me 
parece una flagrante inconstitucionalidad de este Capítulo I 
que, como dije, habilita un modelo económico y social total- 
mente distinto al que establece la Constitución, que no se 
destruye por lo que dice este artículo. 


De acuerdo con el razonamiento del señor senador Blanco, 
sería exactamente lo mismo que yo dijera -cosa que jamás 
haré- que como pueden crearse nuevos Entes Autónomos por 
dos tercios de votos del total de componentes de cada Cáma- 
ra, también podría establecerse -por una ley ordinaria- que 
toda la actividad industrial y comercial del país -incluyendo la 
venta de cordones de zapatos o de chocolatines en los cines- 
debe ser desempeñada por Entes Autónomos y no por particu- 
lares. Si asf ocurriera, se estaría creando por ley un modelo 
económico inconstitucional, porque no es el que establece 
nuestra Carta Magna. En ella se elaboró un modelo de equili- 
brio entre el Estado y los particulares en el que estos últimos 
desempeñan el 80% -aproximadamenie- de la actividad. 


Considero que esto destruye totalmente el argumento de 
basarse en el artículo 189 de nuestra Carta para negar la in- 
constitucionalidad. 


Por otro lado -tal como quedó absolutamente demostrado ” 


en el día de ayer con la exposición de nuestro compañero el 
señor senador Astori- el propio Partido de Gobierno entendía 
que para establecer un modelo como el que aquí se proyecta 
-de concesiones, transferencias a empresas, etcétcra- resultaba 
necesaria la reforma constitucional. No puedo ofrecer prue- 
bas, pero me consta que en la campaña electoral se dijo -y no 
era sólo por dar más garantías- que para cambiar un modelo 
constitucional era imprescindible la reforma de nuestra máxi- 
ma Carta. Con posterioridad se hizo un borrador de reforma 
constitucional que no llegó a ser presentado oficialmente. 
Lamentablemente no pude acceder a él, pero se habló de él en 
la prensa y sé que se manejó a nivel de los dos Partidos 
tradicionales. 


Por lo expuesto, pienso que quienes han impulsado el pro- 
yecto también entendían que para establecer este modelo era 
necesario ir a la reforma constitucional. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Agradezco el comentario del señor 
senador Korzeniak. Como compañeros en la Comisión de 
Constitución y Legislación, siempre resulta grato discutir y 
polemizar con un profesor del nivel que posee el señor sena- 
dor. 


Sin dejar de respetar sus puntos de vista, tengo la impre- 
sión de que una ley que pretendiera llevar en forma general 
todas las actividades al Estado, entraría en franca colisión con 
disposiciones concretas de la Constitución, como por ejemplo 
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los artículos 8% y 36 que son los que en este momento me 
vienen a la memoria. Sin embargo, ese hecho no obsta para 
que dentro de la mecánica constitucional sea posible quitar 
funciones a los Entes Autónomos, e incluso hacerlos desapa- 
recer. Más aún: si nos remontamos al origen de la Sección XI 
veremos que el famoso artículo 100 de la Constitución de 
1919 surgió, para dar rango constitucional a ciertas creaciones 
que se habían operado bajo el régimen de la Constitución de 
1830 y que no tenían cabida dentro de ese marco institucional. 
Lo que establecía dicho artículo 100 era que esos servicios 
estarían a cargo de Directorios Autónomos. Posteriormente, el 
Capítulo se fue extendiendo desmesuradamente hasta llegar a 
su configuración actual, que es una Sección extremadamente 
compleja, detallada y minuciosa. 


Sin pretender ser intérprete de las razones o fundamentos 
que existen detrás de la propuesta del Partido Nacional, creo 
que la reforma constitucional puede ser más necesaria para 
realizar una profunda reestructura de aquellas empresas del 
Estado que están en sus manos, y hacerlas funcionar como 
empresas privadas, como he propuesto, porque esa reestructu- 
ra puede chocar con aspectos específicos de normas constitu- 
cionales que se incluyen en una Sección que, repito, es muy 
detallada. En cambio, no es necesaria la reforma para que las 
empresas del Estado efectúen concesiones de sus servicios O 
los contraten con privados. Esto lo digo, porque las empresas 
del Estado continúan ejerciendo el control e inclusive, existen 
disposiciones en este proyecto de ley que así lo aseguran y lo 
reafirman. Los Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos, repito, continúan conservando el control y la responsabi- 
lidad de los servicios que conceden u otorgan. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Deseo hacer dos 
breves comentarios. En primer lugar, en cuanto a lo mencio- 
nado por el señor senador Korzeniak sobre la existencia de un 
modelo constitucional relativo al tamaño que debe tener el 
Estado en sus actividades comerciales e industriales. Constato 
que su estudio de la Constitución lo ha llevado a avanzar y a 
afinar un poco más el concepto en el sentido de que dicho 
modelo debería guardar una proporción de ochenta a veinte, 
lo que es una novedad para quien habla, pero no por ello deja 
de ser interesante. Sin embargo, esa no es la proporción que 
existía en 1934 lo que, según lo señalaba el señor senador, fue 
el origen de tal modelo constitucional. 


En segundo término, el otro aspecto a que el señor senador 
hizo referencia -sobre el que también habló el señor senador 
Astori en el día de ayer- relativo a esa cita parcial de la 
respuesta nacional -cuya redacción final tuvimos el honor de 
compartir con el señor senador Raffo- es evidente que, como 
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€l lo dijo, no puede probar cuáles fueron las voluntades e 
intenciones que animaron esa redacción. Lo específico es que 
se está dando cumplimiento al contenido de ese compromiso 
electoral en cuanto a optar por los instrumentos jurídicos ade- 
cuados para hacerlo y para ello baste con constatar que el que 
se prefirió es constitucional y añadir que -como ya lo hemos 
dicho- no se agota aquí el campo de inquietudes que tiene el 
Poder Ejecutivo, como sabemos que tampoco termina el de 
otros grupos políticos que junto con este Gobierno han resuel- 
to compartir la responsabilidad de llevar el país adelante. 


En lo que tiene que ver con la existencia de un proyecto de 
ley constitucional -al que también aludió el señor senador 
Korzeniak- hasta donde tengo conocimiento, los ensayos que 
se hicieron no se referían a estos temas, sino a otros. Tampoco 
hay porqué presumir que también hayamos abandonado esa 
iniciativa. En esto, todos somos conscientes de que hay un 
tiempo útil que dedicar a las tareas legislativas, existe un 
ritmo legislativo e inclusive, un momento político. En conse- 
cuencia, no deben desanimarse los señores senadores Korze- 
niak y Astori ya que, reitero, con este proyecto de ley no se 
agotan todas las inquietudes que tiene el Partido Nacional en 
materia de reformas. 


Muchas gracias. 
(Ocupa la Presidencia el señor senador Pereyra). 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Pue- 
de continuar el señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: en virtud de este 
remanente de tiempo me he transformado en una especie de 
competidor de la Mesa... 


SEÑOR AGUIRRE. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Pue- 
de interrumpir el señor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. - Teniendo en cuenta que es la segun- 
da vez en el curso del debate que se hace mención a este tema 
de la ley constitucional por parte de señores senadores inte- 
grantes de la bancada del Frente Amplio -aunque creo que con 
un enfoque no coincidente- me considero implícitamente alu- 
dido porque es más o menos notorio que en el proyecto de ley 
a que se refirió el señor senador Korzeniak y que no fue pre- 
sentado, no sólo tuve arte y parte, sino que también fui su re- 
dactor, contando con la colaboración no divulgada del extinto 
y brillante legislador doctor Sturla. 


Desde el punto de vista manejado en el día de ayer por el 
señor senador Astori, si no entendí mal corresponde aclarar 
que aquí no hay que optar entre ley ordinaria y ley constitu- 
cional. La ley constitucional no es tal en el sentido común de 
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la palabra, sino que es uno de los cinco procedimientos que 
prevé la Constitución para reformar la Carta máxima. Por lo 
tanto, aquí no hay una opción, porque no estamos tratando de 
reformar la Constitución, sino el estatuto legal de algunas 
empresas del Estado y, a la vez, habilitar a que ellas se trans- 
formen en sociedades de economía mixta, lo que está previsto 
y permitido por nuestra Carta Magna. Asimismo, de lo que se 
trata aquí, también, es de habilitar a que determinados servi- 
cios públicos, en vez de prestarse directamente por medio del 
Estado, se presten, previa concesión, por empresarios priva- 
dos o particulares, lo que igualmente está previsto no sólo por 
la doctrina, sino por la Constitución. El señor senador Korze- 
niak bien sabe que existe en ella una disposición expresa al 
respecto, de carácter general, que creo que es el artículo 50 o 
tal vez el 51 y, además, hay otra norma específica incluida en 
las competencias de las Juntas Departamentales que también 
establece que los servicios públicos pueden ser prestados por 
concesionarios. 


De manera que, entonces, aquí no existe ninguna innova- 
ción ni necesidad de reformar la Constitución. Sin embargo, 
el señor senador Korzeniak ha manifestado que se sabía que 
para atacar este problema, había que hacer una reforma de la 
Constitución y que, para ello, en el programa del grupo políti- 
co que ganó las elecciones nacionales, esto es de la fórmula 
encabezada por el doctor Lacalle, hasta se redactó un proyec- 
to y que ello significaría una confesión implícita de la incons- 
titucionalidad de este proyecto de ley. Perdóneme señor sena- 
dor -lo digo con todo respeto- pero eso no es así. El tema de la 
inclusión en la propuesta fue iniciativa de quien habla, con la 
idea de que, por la vía de una ley constitucional, se hicieran 
unas cuantas reformas a la Carta, que consideramos necesa- 
rias. Tan es así, que previo al 1? de marzo de 1990 y en opor- 
tunidad de redactarse ese anteproyecto que contó, reitero, con 
la colaboración parcial del doctor Sturla, lo que originalmente 
se quería era modificar algunas disposiciones constitucionales 
que entendemos desvirtúan el sistema electoral, particular- 
mente, las que tienen que ver con la aplicación de la acumula- 
ción por sublemas o triple voto simultánco, y también, la 
norma -que en nuestro concepto es inconveniente- incluida en 
la Constitución de 1952 y por la que se obliga a votar el 
mismo lema en la elección nacional y en la departamental. 


Separadamente a lo manifestado antes, como iniciativa 
personal y no del doctor Lacalle, incluimos una disposición 
para reformar el artículo 185, no para hacer lo que está esta- 
blecido en este proyecto de ley, sino para permitir que una 
empresa estatal, propiedad exclusiva del Estado, pueda mane- 
jarse no sólo en régimen de Derecho Público -como lo impo- 
nen el citado artículo constitucional y toda la Sección XI, 
teniendo en cuenta que toda empresa estatal se regula por las 
normas de esta Sección, tanto Entes Autónomos como Servi- 
cios Descentralizados- sino también como una empresa que se 
regula por el Derecho Comercial, como las sociedades anóni- 
mas, de responsabilidad limitada o cooperativa, esto es por 
medio del Derecho Privado. ¿Por qué lo propusimos? Precisa- 
mente para que no tenga la desventaja señalada con acierto el 
otro día por el señor senador Astori, es decir, para que no esté 
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sometida a los requisitos de la licitación pública, al estatuto 
del funcionario, y la consiguiente inamovilidad de los trabaja- 
dores, o sea, a todo un régimen de una pesadez y un rigor en 
el control de la legalidad que, naturalmente, no le permite 
competir en pie de igualdad con las firmas privadas y por eso, 
casi todas ellas se manejan por la vía del monopolio. Pero eso 
no es lo que expresa el proyecto de ley, ni tampoco es lo que 
éste persigue. Si se está de acuerdo con esto que expresé, me 
parece muy bien y quizás propongamos la ley constitucional 
-por lo menos en ese aspecto- y esperamos entonces contar 
con la aprobación y la compañía de los legisladores de la 
bancada del Frente Amplio. 


Era cuanto quería aclarar, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Pue- 
de continuar el señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Pregunto a la Mesa cuánto tiempo 
me resta para mi exposición 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Unos 
nueve minutos, señor senador. 


SEÑOR BLANCO. - Deseo hacer algunos comentarios so- 
bre este tema... 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BLANCO, - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Pue- 
de interrumpir el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Quiero hacer una breve puntualización 
sobre lo que, a mi juicio, es el punto esencial que me llevó a 
formular el planteo del día de ayer y al que se ha referido el 
señor Presidente del Cuerpo. 


El antecedente que se manejó insistentemente en este de- 
bate fue el de que esta propuesta no es otra cosa más que Jo 
que se prometió en la campaña electoral. Tomé ese argumento 
y lo puse en discusión; lo hice, porque desde mi punto de vista 
ello no es así. En tal sentido, señalé que las formas son tan 
importantes como los contenidos. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Gonzalo Aguirre Ramírez) 


-El hecho radica en que la ley constitucional exige no sólo 
otro tipo de participación de los Cuerpos legislativos a través 
de mayorías especiales, sino también la consulta a la ciudada- 
nía a fin de discutir un tema de esta naturaleza, que considera- 
mos extremadamente importante. Por otra parte, no tengo du- 
das de que hubiera sido preferible utilizar el mecanismo de la 
ley constitucional; es innegable que eso es lo que se prometió 
en la campaña electoral y está escrito en La Respuesta Nacio- 
nal. Pensamos que lo esencial es cómo procedemos a discutir 
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este tema, si lo hacemos en el ámbito parlamentario estricta- 
mente considerado o si además de discutirlo en dicho ámbito 
con mayorías especiales, consultamos a la ciudadanía en su 
conjunto sobre el destino de las empresas públicas. Esto fue lo 
que se anunció pero no lo que se hizo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Procederé a concluir mi exposición 
sobre este tema con un comentario final de naturaleza jurídi- 
ca. No voy a hacer, por supuesto, el comentario sobre la 
propuesta electoral del Partido Nacional pero sí deseo mani- 
festar que a los efectos de sancionar este proyecto de ley, no 
se necesita una reforma constitucional ya que solamente atri- 
buye facultades de conceder y contratar. 


Con respecto a una reforma más profunda al régimen jurí- 
dico de las empresas que están en manos del Estado, pienso 
que quizás fuera necesaria, ya sea por ley constitucional o por 
algún otro procedimiento de reforma, para resolver algunos 


aspectos. 


Pero estoy convencido de que existe un margen -aún den- 
tro de la estructura constitucional de la Sección XI tan minu- 
ciosamente detallada y reglamentarista- para que podamos 
comenzar a mejorar la operativa y el régimen jurídico de las 
empresas estatales. De esta forma podríamos acercarnos a la 
flexibilidad y capacidad de respuesta de las empresas priva- 
das, dándoles la oportunidad de participar en la competencia 
que inevitablemente deberemos asumir. Digo esto no sola- 
mente porque haya proyectos de desmonopolización, sino por- 
que nos encontramos en un proceso de integración económica 
que nos lleva a competir. Queremos que nuestras empresas lo 
hagan con libertad y con posibilidades de proyectarse hacia 
otros países. De esa forma podremos inyectarles iniciativas de 
ahorro y capitalización a través de la participación privada. 
Esto se podría lograr con un régimen jurídico más flexible. 
Muchos de estos propósitos podremos cumplirlos con una in- 
terpretación racional del texto constitucional vigente aunque 
admito que algunos aspectos pueden ser discutibles y que 
quizás no se puedan cumplir de la manera que se plantea. 


Creemos firmemente que debemos a nuestras empresas y a 
nuestro Estado el esfuerzo de abocarmnos a examinar de inme- 
diato las reformas a su régimen jurídico, compatibles con el 
texto constitucional existente porque es lo menos que pode- 
mos hacer para mejorar su competitividad y eficacia que, en 
definitiva, son de toda la comunidad uruguaya. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Al señor senador Blanco le res- 
tan cuatro minutos para culminar su intervención, 


SEÑOR KORZENIAK, - No quiero quitarle tiempo al se- 
for senador utilizando la vía de interrupción porque estimo 
que se pueden contestar las alusiones luego de terminada la 
exposición. 
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Esto es lo que dice el Reglamento. 


SEÑOR RAFFO. - ¿Me permite una interrupcion, señor 
senador? 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa no puede conceder la 
palabra para realizar interrupciones porque esto lo debe hacer 
el orador. 


SEÑOR RAFFO. - Entonces, pido la palabra para contes- 
tar una alusión, 


SEÑOR BLANCO. - Había terminado mi exposición, se- 
for Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por su orden, tienen la palabra 
el señor senador Korzeniak y el señor senador Raffo. 


SEÑOR KORZENIAK. - Seré muy breve, señor Presiden- 
te. En la demostración que procuré hacer en el sentido de que 
este Capítulo I que informa sobre la filosofía general de la ley 
es inconstitucional -procedimiento que llevé a cabo en una 
sesión anterior- a mi juicio, no me fue demasiado mal. De 
todas formas, cuando se estudie este Capítulo I en particular, 
aportaré una serie de argumentos relativos a esta demostra- 
ción. 


Con respecto a las aclaraciones formuladas por parte del 
señor Presidente acerca del episodio que sucedió en torno al 
proyecto de ley constitucional contenido en el documento de 
la campaña electoral, quiero agregar un solo elemento, sin 
ningún afán polémico y con toda franqueza, aunque sé que se 
trata de un tema que puede dar lugar a polémica. 


No daré nombres, pero conozco muchos dirigentes impor- 
tantes de la política nacional que están absolutamente de 
acuerdo con la tendencia de privatizaciones que está estable- 
cida en esta ley, para organismos como UTE, ILPE y la Ad- 
ministración Nacional de Puertos. Sc trata de dirigentes que 
hasta hoy se están preguntando para qué cosa existe este ex- 
traordinariamente absurdo Capítulo 1 de esta ley. Todavía no 
saben para qué fue elaborado. Si el Gobierno quiere privati- 
zar, se preguntan por qué no se trata ese tema y se discute la 
permanencia o no de estos organismos en manos del Estado. 
Sin embargo, la insistencia de mantener este abstracto Capítu- 
lo cuyo contenido, permite que lo que hoy hace el Estado 
pueda pasar a manos de particulares -no se refiere solamente a 
las empresas industriales y comerciales sino a una cantidad de 
actividades de la propia Administración Central que no sean 
servicios esenciales o sociales- demuestra que intenta cambiar 
lo que está establecido en la Constitución. 


Quería hacer este aporte porque me consta que todavía 
existe mucha gente que se está formulando esta pregunta, que 
no sabe para qué se establece en forma abstracta esta privati- 
zación, sin saber qué es lo que se va a privatizar. Seguramente 
luego nos enteraremos de los resultados a través del Diario 
Oficial -porque no es necesario publicarlo en otro medio de 
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prensá- y cuáles son las contrataciones que se han hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Raffo. 


SEÑOR RAFFO. - Días pasados se aludió -y hoy se hizo 
nuevamente- a una frase que, si mal no recuerdo, figura en la 
página 4 de “La Respuesta Nacional”, tratando de relacionarla 
con el compromiso y el cumplimiento o no de los mismos, 
asumidos antes y durante la campaña electoral. En la exposi- 
ción que llevamos a cabo en la sesión anterior, leímos cierta 
documentación tratando de probar fehacientemente cuál era el 
espíritu de nuestro grupo político a partir de 1986 -podrían 
haber surgido un poco antes- indicando muy claramente la 
iniciativa que lo animaba en el sentido de reformar el Estado. 
Al respecto, pusimos muy en claro que este proyecto de ley 
no es la reforma del Estado en sentido macro que nosotros 
queríamos, sino en algunos aspectos que tienen que ver con la 
transformación jurídica de algunas empresas públicas. A su 
vez, dijimos -y lo pusimos muy claro- que hay muchas otras 
cosas para hacer y algunas cuantas que se han hecho con 
respecto a este tema. Pero nos parece sumamente artificioso, 
señor Presidente, que se intente tomar un librito y señalarnos 
que aparece una frase que no se ha cumplido, cuando todos 
sabemos que este Gobierno no cuenta con mayorías parlamen- 
tarias. También es sabido que este Gobierno no tiene la canti- 
dad de legisladores suficientes -a pesar de que la ciudadanía le 
dio el triunfo de la elección, por un ancho margen- como para 
poder llevar al pie de la letra todas las disposiciones de ese 
“librito” que contiene su programa político. 


Por lo tanto, señor Presidente -hablando políticamente y en 
forma muy sincera- hemos tenido que acotar una gran canti- 
dad de nuestras propuestas. Hubiéramos deseado realizar otras 
transformaciones; algunas de ellas duermen en las carpetas 
del Senado y de la Cámara de Representantes. ¿Por qué? Por- 
que, lisa y Hanamente, no contamos con la mayoría política 
necesaria como para llevarlas adelante. También hubiéramos 
querido, al igual que en este tema de las empresas públicas, 
instaurar un régimen quizás un tanto diferente del que estamos 
dispuestos a votar en este Cuerpo. Sin embargo, la realidad 
política ha impuesto que yendo al encuentro de las mayorías 
necesarias para su aprobación en general, se dispondrá de 
equis votos y que para su aprobación en particular, se contará 
con otros tantos. 


Aceptamos que todo esto sea bueno para el Gobierno y 
para el país. Estamos de acuerdo con que para obtener la 
mayoría, tengan que incidir, necesariamente, otras fuerzas 
ajenas a las de nuestro Partido y con que las ideas que éstas 
incorporen, modifiquen, agreguen y quizás mejoren el proyec- 
to que pretendíamos llevar adelante. 


Pensamos votar este proyecto de ley con alegría y entu- 
siasmo, porque va en la dirección que deseábamos. Quizás no 
recoja el cien por ciento de nuestras aspiraciones, pero está 
cerca de nuestro objetivo. También nos alegramos de haber 
recibido el aporte sustancioso de otras ideas y fuerzas políti- 
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cas que van a conformar esas mayorías que posibilitarán -así 
lo esperamos- que este proyecto de ley sea sancionado por el 
Senado. 


No queremos que se nos impute que una “frasecita” que 
figura en el libro que contiene nuestro programa político debe 
ser cuidadosamente respetada cuando no se cuenta con la ma- 
yoría operable políticamente, lo que nos impide llevar adelan- 
te, de cabo a rabo, desde la A la Z, todo lo que pretendíamos 
realizar. 


Nuestro compromiso con la gente -y quienes nos votaron 
lo saben bien- era reformar el Estado. Se está poniendo espe- 
cial empeño en el cuidado de las formas. Se ha elegido un 
camino que, a nuestro juicio, está dentro de lo que establecen 
la Constitución y la Ley; se ha seleccionado esta herramienta, 
que va a propiciar determinadas transformaciones. Entra la 
totalidad de nuestra intención y el acotamiento que implica 
pasar de dicha intención a la realidad actual, no apreciamos 
ninguna diferencia. No tenemos ningún rubor en reconocer 
que nuestra propuesta ha tenido que ser ligeramente acotada. 


Es cuanto deseaba manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desca recordar a los se- 
fores senadores que la Asamblea General ha fijado dos sesio- 
nes para el día de hoy; la primera de ellas a las 17 y 30 horas 
-y tenemos un plazo de treinta minutos para que comience- y 
la segunda a las 18 horas. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR SANTORO. - Formulo moción en el sentido de 
que el Senado pase a cuarto intermedio hasta después de que 
finalicen las sesiones previstas por la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor senador Santoro. 


(Se vota:) 
-22 en 24, Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta después de que 
concluyan ambas sesiones de la Asamblea General. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 44 minutos) 
(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, se levanta el 
cuarto intermedio. 


(Es la hora 18 y 39 minutos) 
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Prosigue la discusión general del proyecto de ley de em- 
presas públicas. 


Tiene la palabra el señor senador Bruera. 


SEÑOR BRUERA. - Señor Presidente: en primer lugar, 
quisiera decir algunas palabras respecto al estado de ánimo 
general que existe para discutir este tema. 


Hace unas pocas semanas el Senado de la República reali- 
zÓ una reunión de características muy especiales, en la que 
hubo una aprobación unánime que va a permitir al Poder 
Ejecutivo ratificar el Tratado del MERCOSUR. Ese fue y es 
un tema muy importante en la vida política del país, pero en 
medio del debate surgió un problema sustancial en los aspec- 
tos social y económico, a raíz de la comprobación de una 
venta de carne subsidiada a la República hermana del Brasil 
por parte de la Comunidad Económica Europea. Posterior- 
mente, también irrumpió en la polémica pública el hecho de 
que el Estado español impedía la entrada del citrus del Uru- 
guay en dicha Comunidad; y, más adelante, también tuvo 
lugar una acción diplomática, tanto argentina como uruguaya, 
en torno al trigo subsidiado al Brasil por los Estados Unidos. 


Recientemente leímos en la prensa argentina que también 
se subsidia por parte de los Estados Unidos una venta muy 
importante de arroz al Brasil. 


También existieron declaraciones del señor Presidente de 
la República respecto a la suerte de la Ronda Uruguay en 
torno a la discusión con el GATT que llevó a nuestro Primer 
Mandatario a plantear que era mejor una no solución que una 
solución mentirosa para los problemas sobre los que se estaba 
debatiendo. 


Considero que la opinión del señor Presidente de la Repú- 
blica básicamente es justa, pero la esencia de lo que yo deseo 
plantear es que en medio de la discusión sobre el MERCO- 
SUR irrumpió el tema del rol del Estado, jugando negativa- 
mente para nuestra economía y nuestra sociedad en momentos 
en que los países de la Comunidad Económica Europea y los 
Estados Unidos, en una actitud de “dumping” a ojos vista, 
crean dificultades en las economías de los integrantes del 
MERCOSUR, especialmente -reitero- al Uruguay, que por di- 
versas razones es una de las naciones, entre las cuatro de la 
región, con mayores dificultades para participar de una inte- 
gración futura. 


Este es un momento doloroso para el país. Diría que esta- 
mos ante un enorme desafío como es el de preparar a este 
Uruguay estancado para que irrumpa positivamente, en térmi- 
nos de la esperanza nacional y no de la desesperanza, en el 
MERCOSUR, siendo que está acosado por las grandes nacio- 
nes capitalistas del mundo exterior que subrayan, insisto, el 
papel del Estado, perturbando así -como se ha señalado en la 
prensa uruguaya- el futuro de dicho mercado. 


Respecto a la vida futura de los entes industriales del Esta- 
do, nosotros hemos afirmado que el Uruguay en el MERCO- 
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SUR necesita de una participación destacada de aquél. Es 
inadmisible la idea de que todo debe regirse por el mercado, 
ya que esa no es una verdad social ni económica. Sin embar- 
go, cuando nos enfrentamos a los problemas del Estado y sus 
entes, creo que damos un paso atrás en materia política, por- 
que la discusión del MERCOSUR en cierta forma supuso la 
búsqueda de contactos y de consensos para examinar las futu- 
ras dificultades del Uruguay. 


Personalmente, lamento esto en el alma; lo lamento por- 
que hay un desgaste en la opinión pública, ya que en lugar de 
dar pasos positivos para un encuentro nacional, se ponen al 
rojo vivo, por parte del Gobierno y de la Coincidencia Nacio- 
nal -por el tratamiento que se hace del tema- discrepancias 
notorias entre las fuerzas políticas uruguayas, que no abarcan 
solamente al Frente Amplio y la mencionada Coincidencia, 
sino que cubren todo el espectro político del país. 


Por estas razones lo considero negativo y, además, porque 
el paso que se va a dar -en caso de que surja una mayoría en 
el Parlamento- será muy perjudicial para la vida política uru- 
guaya y que, repitiendo conceptos de otros compañeros de 
bancada, puede ser irreversible. 


Como bien dice el informe en mayoría, nos encontramos 
ante unos de los proyectos de ley más trascendentes que debe- 
mos considerar en esta Legislatura. Por lo tanto, entendemos 
necesario realizar un análisis cuidadoso y objetivo, centrado 
en la materia a estudio, sin distorsiones por el influjo de posi- 
ciones que se puedan tomar a priori, fruto de encasillamientos 
ideológicos. 


Si bien el trámite de la discusión en Comisión fue arduo y 
extenso, no ha podido cumplir con esos requisitos indispensa- 
bles tanto es así que se ha comenzado a tratar el tema en el 
plenario sin siquiera haberse repartido oficialmente el texto 
del penúltimo acuerdo al que habrían llegado los sectores 
coincidentes, en una carrera apresurada y a marcha forzada, 
que no parece ser la mejor manera de encarar una discusión 
tan importante. 


En la discusión parlamentaria se plantea que este proyecto 
tiene que ver, principalmente, con cuatro empresas: UTE, 
ANTEL, PLUNA e ILPE, En su pasaje por la Comisión se 
escuchó a representantes de los Directorios y de los gremios 
de esas empresas, así como también a los Directores del Puer- 
to y de los Servicios de Estiba; pero el resto de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados no fueron consulta- 
dos. ¿Por qué no fueron citados representantes de los Bancos 
y Otras empresas no afectadas por este proyecto de ley? 


Asimismo, me pregunto por qué motivo el Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, señor Conrado Hug- 
hes, en oportunidad de concurrir a la Comisión para funda- 
mentar su apoyo al proyecto, dedicó cuatro páginas de la 
versión taquigráfica de la sesión del 24 de setiembre de 1990 
explicando que la producción de grapa es monopsómica mani- 
festando que no se puede importar pisco, por las utilidades 
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que arroja la venta del whisky Mac Pay y haciendo alusión a 
las supuestas pérdidas del establecimiento “El Espinillar”. 
¿Qué tiene que ver todo esto con la energía eléctrica o los 
teléfonos? Si este tema está relacionado con el proyecto, ¿por 
qué no se recabó la opinión del Directorio y de los trabajado- 
res de ANCAP? 


Esta forma de actuar se explica porque se parte de opinio- 
nes cerradas desde el punto de vista ideológico, de dogmas no 
demostrados y, más aún, erróneos como el que se menciona 
en el informe en mayoría. En este último se expresa lo si- 
guiente: “La experiencia ha demostrado que el protagonismo 
directo del Estado produce persistentemente, resultados nega- 
tivos en perjuicio del bienestar de los uruguayos”. 


Según los datos recabados en el trabajo “Hacia un Uru- 
guay con futuro”, elaborado por las Cámaras de Industria, 
Comercio, Mercantil de Productos del País y de la Asociación 
Rural del Uruguay, las empresas públicas hicieron transferen- 
cia al Gobiemo Central de U$S 110:000.000, en 1983; 
U$S 82:000.000, en 1984; U$S 124:000.000, en 1985; 
U$S 210:000.000, en 1986; U$S 229:000.000, en 1987 y 
U$S 249:000.000, en 1988. Por lo tanto, el dogma de que las 
empresas estatales producen pérdidas, no tiene asidero a la luz 
de la realidad uruguaya. Esta situación está contundentemente 
demostrada porque el aparato del Gobierno Central ha sido 
financiado, en una cantidad importante, por los aportes de las 
empresas públicas. 


Por otro lado, se sostiene la idea de que el Estado realiza 
mal algunas cosas y peor de lo que lo hacen sus administra- 
dos. Esto lo podemos leer en la página 14 del Distribuido 
N? 198, En contraposición con este argumento, recordemos la 
reciente experiencia en cuanto a la eficiencia de las empresas 
privadas como por ejemplo ONDA y el Banco Comercial que 
hablan por sí mismas. 


Tengo sobre la mesa un artículo muy interesante de la 
revista “Cuadernos de Marcha” N?, 58, escrito por el delegado 
de Brasil en ALADI -que por cierto es defensor firme de la 
producción privada- el señor Ruben Antonio Barbosa, que 
como fundamento de su posición a favor del MERCOSUR, 
expresa lo siguiente: “Durante 400 años el Estado fue el gran 
generador del desarrollo económico. En los últimos 30 6 40 
años” -se está refiriendo a América Latina- “el sector privado 
creció y se desarrolló a costa del Estado. Hubo una transfercn- 
cia de ingresos del Estado hacia el sector privado, que le 
permitió a éste, en algunos países, capitalizarse ampliamen- 
te”. Si observamos la realidad uruguaya, vemos que práctica- 
mente toda la industria frigorífica, pesquera, textil y arrocera 
-por citar algunas- fue capitalizada y sostenida por el Estado. 
Asimismo, todos recordamos el salvataje que realizó el Estado 
con los Bancos Comercial, de Italia y Pan de Azúcar, en una 
operación que le costó la suma de U$S 430:000.000. 


Es conveniente recordar los orígenes de la mayoría de las 
empresas públicas uruguayas. La primera de ellas fue el Ban- 
co de la República, que se creó a partir de la quiebra del 
Banco Nacional y cuyo accionista mayoritario era Reus. 
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El Banco de la República ofrecía la mitad de sus acciones 
al capital privado. Este nunca se hizo presente, De allí que, al- 
gunos años después, su propiedad pasó a ser el 100% estatal, 


En el siglo pasado el Estado se tenía que hacer cargo de 
las ineficiencias privadas, por llamarlas de alguna manera. 
Cualquier manual de historia cuenta las maniobras especulati- 
vas que caracterizaban al dinámico Emilio Reus. 


De la sección Hipotecaria del Banco Nacional nacerá más 
tarde el Banco Hipotecario del Uruguay. 


La UTE se crea a partir de las dificultades de la adminis- 
tración privada que estaba al borde de la quiebra. La misma 
situación se repite con las compañías de teléfonos que fueron 
absorbidas primero por la Dirección de Correos y, luego, en 
1931, pasan a formar parte de UTE hasta que se crea ANTEL 
en la década del 70. 


La historia vuelve a repetirse con el Ferrocarril y Tranvía 
del Norte, a pesar de los subsidios que otorgaba el Gobierno a 
los ferrocarriles ingleses que, a principios de siglo, ascendía a 
1:000.000 de pesos duros anuales, lo que actualmente alcan- 
zaría a U$S 30:000.000, Luego se rcitera con PLUNA y pos- 
teriormente con la Compañía de Aguas Corrientes, con el 
resto de los ferrocarriles hasta llegar al salvataje de la Compa- 
ña del Gas por parte del Estado. 


La experiencia en el Uruguay ha demostrado que todas las 
empresas estatales, a pesar de sus defectos de gestión, han 
logrado buena capacidad. 


El tercer dogma se refiere a que el Estado es muy grande y 
significa un lastre para toda la sociedad. De esto se acusa a las 
empresas. No se dice que todas las empresas ocupan menos 
personal, que desde 1967 a 1989 no lo aumentaron, ocupando 
aproximadamente 55.000 funcionarios. Sólo dos Incisos de la 
Administración Central, el 03 y 04, pasaron de 35.000 funcio- 
narios en 1967 a 60.000 en la actualidad. No parece que las 
empresas públicas sean las principales causantes de que el 
Estado sea “gordo”, que no cumple las funciones que debiera 
y que sólo él puede realizar. Tampoco son centenares o miles 
las empresas que tiene el Estado uruguayo, como sucede en 
México, Brasil o Argentina. 


Los entes comerciales e industriales en el Uruguay son al- 
rededor de una docena y atienden servicios públicos esencia- 
les, como la energía eléctrica, el combustible, las comunica- 
ciones, agua y saneamiento, el Puerto y otros más. Ellos con- 
trolan algunos vicios sociales como el juego y el alcoholismo. 
Por otra parte, desarrollan actividades de fomento a la produc- 
ción y también a la construcción de viviendas. 


Si es por la experiencia de las actividades privadas en 
estos temas, su eficiencia deja mucho que desear. Recordemos 
los Bancos en quiebra y la venta de Carteras al Banco de la 
República. A veces, tampoco se le da “respiro” a algunos 
entes del Estado. A continuación voy a dar un ejemplo con- 
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creto que se refiere a la imposibilidad de este dinosaurio de la 
tecnología: el telégrafo, servicio que tiene que ser controlado 
por ANTEL a pesar de sus pérdidas. Pero, se reclama inver- 
siones para ANTEL por U$S 300:000.000 y no se trata de 
mejorar los servicios telefónicos o que los usuarios tengan 
libertad de elección. Así lo dijo la propia señora Presidenta de 
ANTEL en la página cuatro del Distribuido 399: “No nos 
estamos refiriendo a que el abonado elija entre un servicio u 
otro, entiendo que este no es un tema prioritario. No estamos 
pensando en diferentes líneas de teléfonos tradicionales”. Más 
adelante, a fin de que no haya dudas acerca de lo que se 
piensa, dice: “Con relación a la libertad de elegir, nos referi- 
mos, sobre todo, a los nuevos servicios y no a la telefonía 
pública tradicional”. Reclaman U$S 300:000.000 y señalan 
que no los van a utilizar para los teléfonos, que no va a haber 
ninguna mejora para el abonado común; y para eso quieren 
rematar ANTEL que no está endeudada porque cumple con el 
servicio de la deuda, que representa alrededor del 20% de la 
tarifa. 


En cuanto a la modemización, desburocratización, y agili- 
zación de procedimientos en este proyecto, no hay ninguna 
norma que facilite la gestión. Al contrario, hay más centrali- 
zación. Ese es el resultado al que llevarán ineludiblemente Jos 
artículos 3% y 4% ó 4* y 5*, según la nueva versión. En vez de 
permitir mayor autonomía y eliminar trabas, las empresas de- 
berán estar sometidas a la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto. Ya no se tratará de los Presupuestos que la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto aprueba casi al finalizar el Ejerci- 
cio, por ejemplo, cuál de los entes y servicios tiene aprobado 
su Presupuesto del año 1991, cuando ya estamos en la mitad 
del Ejercicio. No serán sólo los Presupuestos, sino también los 
planes quinquenales y las empresas no podrán desarrollar acti- 
vidades que no estén incluidas en sus Presupuestos, que debe- 
rán estar previstas en el plan. Cuando se habla de grandes 
transformaciones en cortos plazos, de la agilidad y capacidad 
de reacción para adaptarse a los cambios de la revolución 
técnico-científica, este planteo de centralización total es la 
antítesis de lo que se requiere para una gestión empresarial 
modema. 


Aunado a esto se dice que “no desarrollarán actividades 
cuyos ingresos directos no cubran gastos y amortizaciones”, 
etcétera, y las actividades de desarrollo a mediano plazo, ¿no 
se pueden realizar? Un cortoplacismo que es, sin duda, una 
forma de enterrar en no mucho tiempo a cualquier empresa 
pública o privada. Esto empeora todas las posibilidades de 
gestión, ya de por sí deficitarias actualmente. Se acentuará la 
“tendencia permanente a la pérdida de personal técnico y es- 
pecializado”, como lo comprueba la vida. 


Creo conveniente, porque se ha hecho mucha prédica a 
favor de la privatización, conocer algunas experiencias del 
mundo y, particularmente, de nuestra América, como así tam- 
bién algunas opiniones de personalidades que se han ocupado 
de esta materia. 


Tengo en mi poder un reportaje que el diario “Clarín” le 
realizó al ex-Presidente de la República Argentina, el doctor 
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Alfonsín, a) que voy a dar lectura. El líder de la Unión Cívica 
Radical, en relación a este período que todos los argentinos 
conocen como “menemización” porque el señor Presidente 
Menem puso en manos privadas buenos servicios de la acción 
del Gobierno argentino, dice: “Lo que en verdad estamos dis- 
cutiendo en la Argentina es qué modernización queremos, 
para qué esa modernización y quién paga el precio. Aquí 
juegan dos proyectos absolutamente distintos. Uno es el nues- 
tro y yo creo que también de otras fuerzas políticas, que es el 
que podríamos calificar como el del Estado de bienestar, que 
hoy aparece como fuera de moda o superado y que no sólo es 
una concepción económica sino una concepción social, que 
supone procurar solucionar primero los problemas de los que 
más necesitan. Y significa mirar a la sociedad desde el punto 
de vista de los sectores más desprotegidos. La otra concepción 
es la del Estado neoconservador, propio de una sociedad inso- 
lidaria, que abandona su rol para que sea el mercado el que 
encuentre la solución al problema. Pero que olvida que así se 
aumenta la brecha entre pobres y ricos, porque el mercado no 
define la estrategia del desarrollo. 


Lo que estamos viendo aquí es una expresión de esa políti- 
ca neoconservadora, con una insensibilidad tremenda que no 


dos, 


Luego dice: “Yo creo que esto que hoy estamos viviendo 
es un coletazo que en los años 80 fue un embate conservador 
y pienso que en los años 90 se va a dar vuelta la cosa de 
nuevo, hacia fórmulas de justicia. Creo que se puede pensar 
en un regreso de la concepción que privilegia de nuevo el 
sentido de la justicia en el Estado. Esto no tiene nada que ver 
con negar la modernización ni con colocarnos en posiciones 
anacrónicas, que no tenemos, aunque algunos se empeñen en 
adjudicarnos. Lo que yo digo es que para modernizar, para 
reformar el Estado, no hace falta ser de derecha”. 


Hago mías las palabras del ex-Presidente Alfonsín. 


El ex-Ministro de Obras Públicas del Gobierno de Alfon- 
sín, Rodolfo Terragno, el 30 de marzo de 1990 hizo una de- 
claración de tres puntos. 


Dice el ex-Ministro: “Primero, aquí se está anteponiendo 
la intención de pagar la deuda extema a la de privatizar. Lo 
que hace un Banco acreedor al entregar títulos de la deuda 
externa a cambio de una empresa es, en realidad, cobrar la 
deuda. Segundo, para atraer compradores hay que ofrecer con- 
diciones excepcionales, tales como la libertad tarifaria y ter- 
cero, diferencias de precios. En su oportunidad -durante el 
Gobierno radical- Telefónica Española que anda por estas lati- 
tudes ofreció U$S 1.000:000.000 sin papeles por el 40% de 
ENTEL y ahora se entrega la empresa por U$S 214:000.000”. 


La privatización de ENTEL en la República Argentina 
significó que la tarifa de conexión pasara a costar de U$S 200, 
a USS 1.500 y que la tasa fija, por el servicio llegara a USS 40 
mensuales. 
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En un artículo sobre las lecciones del proceso de privatiza- 
ción en los países en desarrollo, la autora Helen B. Nankani 
quien suscribió el documento técnico del Banco Mundial que 
dio origen a este artículo y que es consultora también del 
Banco Mundial y especialista en el tema, se expresa así: “Para 
las naciones que han aplicado programas de privatización en 
el decenio de 1980 es muy desigual, y no se pueden derivar 
directrices claras para lograr el éxito, ni siquiera de los pro- 
gramas que han tenido mejores resultados. Cada operación de 
privatización parece tener un historial y dinámica únicos, lo 
que apunta a la necesidad de formular un modelo estandar 
simplificado. Hay ausencia de análisis de los efectos de la 
privatización en el bienestar económico basado en datos con- 
cretos. Chile ha empleado diversos métodos de privatización, 
pero en la etapa inicial se vendieron a compradores que no 
tenían ni la experiencia gerencial ni el capital financiero nece- 
sarios para su explotación eficiente, hecho que, junto con la 
inestabilidad macroeconómica, dio lugar a quiebras y readqui- 
Siciones”. 


En un artículo de Cook y de la conocida Kirkpatrick, que 
son reconocidos autores del libro “La privatización en los 
países menos desarrollados”, se dicen cosas interesantes. Este 
libro es, en realidad, la más reciente compilación de una serie 
de trabajos presentados en una conferencia convocada espe- 
cialmente para discutir el tema de la privatización, en los 
países menos desarrollados. 


¿Qué dicen los técnicos? ellos expresan que la mayoría de 
los participantes entienden que el potencial de la privatización 
como opción política ha sido muy exagerada. Sostienen ade- 
más que un mejoramiento del desempeño de las empresas 
públicas ha de derivar más probablemente de mayor compe- 
tencia en el mercado que de un cambio en la propiedad de las 
empresas. 


La Revista Perspectivas Económicas en su N* 70 que pu- 
blica la Agencia de Información de los Estados Unidos, el 
conocido USIS expresa: “Esta apreciación pesimista del al- 
cance limitado en la privatización en los países menos desa- 
rrollados, se basa en un examen cuidadoso de las experiencias 
de privatización en múltiples países”. 


Sigue el órgano oficial en aspectos económicos del USIS 
afirmando que hay importantes lecciones que aprender acerca 
de la elección de métodos de privatización y del momento de 
adoptarlos. La conclusión de conjunto es que la privatización 
podría ser un instrumento especializado útil dentro de una 
estrecha gama de circunstancias. 


Luego agrega: “Pero no es una panacea contra los males 
del sector de la empresa pública en los países de menor desa- 
rrollo. Termina diciendo la reseña de esta revista que en resu- 
men, se trata de un libro de lo más oportuno, que ofrece una 
visión equilibrada de la privatización en los países de menor 
desarrollo. Merece ser leído no sólo por los eruditos, sino 
también por quienes promueven la privatización y por quienes 
elaboran la política en los países de menor desarrollo y que 
tienen que vivir con las consecuencias de la privatización. 
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El señor Rockefeller también habla del resultado que tuvo 
la privatización en México. Se trata del nieto de John Rocke- 
feller y tiene 74 años de edad. Su abuelo es el fundador de la 
Standard Oil y fue el primer billonario del mundo. Fue Presi- 
dente del Chase Manhattan Bank y es actualmente Presidente 
del Consejo de la Sociedad de las Américas, y ahora manifies- 
ta lo siguiente: “En México tal vez los resultados no fueron 
todo lo bastante bueno que se esperaba. Un porcentaje muy 
apreciable de las divisas obtenidas por México fue utilizado 
para el pago de intereses y reembolso de la deuda y esto 
significó que no pudiera usar esa moneda dura” -el dólar- 
“para importaciones, con el fin de fortalecer la economía y 
producir el crecimiento económico”. 


Renée Dreyffus, que es un especialista en los temas de las 
privatizaciones, dice que lo que ocurrió en los Estados Unidos 
es muy diferente de lo que está aconteciendo en Francia. 
También es completamente distinto de lo que sucedió en Ja- 
pón, que, a su vez, no es igual al proceso de Corea del Sur, 
porque en este último caso, supuestamente el país entró en los 
ejes del modelo neoliberal. Todos los llamados “tigres asiáti- 
cos” como Corea del Sur, Taiwan y Singapur, cada uno con 
sus características, son presentados como si fueran una espe- 
cie de modelo neoliberal donde todo anduvo bien. Pero cuan- 


do se examina con más profundidad cada caso, manifiesta el * 


señor Dreyffus, se comprueba que el modelo que acertó en 
Corea del Sur es altamente estatizante y nada tiene que ver 
con las propuestas del neoliberalismo. 


A continuación voy a leer una palabras del Presidente de 
Chile referidas al tema de las privatizaciones y que fuera 
publicado en el diario “El Clarín” de 29 de mayo de este año. 


El Gobierno chileno reconoció que cerca del 30% de la 
población de ese país vive en condiciones de pobreza, aunque 
descartó la posibilidad de privatizar nuevas empresas estatales 
para dedicar el producto de su venta al gasto social. 


Dice un diputado chileno: “La pobreza es el lado oscuro 
del éxito macroeconómico del régimen militar. Detrás de be- 
las cifras y estadísticas, hay una deuda social enorme”. 


Por otra parte, en la Universidad Católica de Valparaíso, el 
Presidente chileno expresó que hay quienes piensan que pro- 
gresar es sinónimo de privatizar, y se preguntaba si a esas 
personas se les había ocurrido privatizar las Fuerzas Armadas 
o la Administración de Justicia. ¿Por qué no se hace si es tan 
buena la fórmula? A este respecto, el primer mandatario chi- 
leno expresó: “Mañana dirán que soy estatista. No soy estatis- 
ta, pero a cada quien lo suyo. Hay actividades que debido a su 
vinculación con el bien común, tienen que estar por encima de 
los intereses particulares; sólo pueden estar en manos de la 
sociedad entera y el órgano jurídico político de la sociedad, es 
el Estado”. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR BRUERA. - Con mucho gusto. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-49 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - El señor senador Bruera ha venido 
citando distintas opiniones recogidas en versiones periodísti- 
cas. 


A los efectos de ayudar a comprender esto en su compleji- 
dad y en lo caótico que ha sido, no puedo resistir a la tenta- 
ción de citar un artículo aparecido en el día de ayer en el 
“Wall Street Journal” de Nueva York que, precisamente, no es 
un diario liberal sino ultra conservador, representante de la 
línea más favorable al proceso de privatización. Con gran 
sorpresa, leí que el columnista editorial criticaba duramente al 
Gobierno del señor Bush por impulsar a su Administración y a 
las agencias del Gobierno a habilitar líneas de crédito exclusi- 
vamente para privatizar sectores de la economía de los países 
en desarrollo, en especial de América Latina. Decía que, en 
última instancia -observen los señores senadores lo contradic- 
torio y paradojal del hecho de que un diario de derecha, parti- 
dario de la privatización, formule esta crítica- esto iba a impo- 
sibilitar que los Estados obtuvieran créditos para realizar 
obras de infraestructura, sin las que el proceso de privatiza- 
ción no iba a ser favorable a las propias empresas multinacio- 
nales que podían comprar esas instituciones en privatización. 
Esto es, digamos, el cúmulo de la exquisitez en materia de 
estrategia de dominio. Me refiero a la crítica de un sector ultra 
privatizador que quiere realizar aquello que decía Kissinger: 
si no se puede pagar la deuda en divisas, que se abone con 
activos. Sin embargo, ese sector ahora critica al Gobierno de 
Estados Unidos porque, en lugar de favorecer a las empresas 
que pueden comprar los sectores que se privatizan, ese proce- 
so crea dificultades, ya que no se realizan obras de infracs- 
tructura imprescindibles para llevar adelante la gestión de esas 
instituciones. 


A mi juicio, lo caótico del proceso es que la forma en que 
se está llevando a cabo y la manera como lo han encarado los 
Gobiernos y los Estados Unidos, que es el que lo está impul- 
sando -como surge de las versiones periodísticas que leyó el 
señor senador Bruera- atentan incluso contra la redondez de 
los propios negocios de aquellos que son partidarios -es decir, 
el mundo capitalista- de apoderarse de las empresas públicas 
de nuestros países. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Bruera. 


SEÑOR BRUERA. - Agradezco al señor senador Gargano 
porque en su intervención continuó con la línea de mi argu- 
mentación. 


Me voy a referir ahora a una declaración o pronunciamien- 
to del señor Ministro de Hacienda de Chile, Alejandro Foxley, 
al analizar las propuestas de privatización para dedicar ingre- 
sos al gasto social. El señaló que esto no es posible porque “se 
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trata de un ingreso por una sola vez, y el gasto social debe ser 
sostenido en el tiempo”. Y agregó: “Si uno dota a un hospital 
de una nueva sala, tiene que tener presupuesto para su man- 
tención, equipamiento permanente, y para el pago de los suel- 
dos del personal que tendrá que atenderla”. 


Señor Presidente: todos sabemos que existen empresas in- 
teresadas en la adquisición de un organismo como ANTEL. 
Entre las que se mueven en este sentido, está la Iberia Telefó- 
nica y la Unión Fenosa, de España. Cabe señalar que estas 
compañías son fuertemente criticadas por los usuarios del país 
de origen y que, además, vienen aquí a buscar rentabilidad 
inmediata. Es más; uno de los jefes de Unión Fenosa ha dicho 
que la rentabilidad tiene que ser inmediata porque de lo con- 
trario no se gastaría tanto en esa gestión. 


Por su parte, el Presidente de Telefónica Española, el se- 
fior Cándido Velázquez, expresó lo siguiente en la ciudad de 
Asunción: “Estamos pendientes de la resolución del concurso 
de Puerto Rico, porque creemos estar bien situados en la tele- 
fonía de larga distancia y en participar en la privatización de 
Venezuela. Nos quedan Paraguay y Uruguay, si ambos Go- 
biernos deciden iniciar ese proceso de privatización de la tele- 
fonía local”. Es decir que se están aprontando para comer el 
dulce. 


Deseo destacar que Telefónica Española encabeza uno de 
los dos consorcios que en el mes de marzo presentaron ofertas 
en la licitación de la empresa telefónica de Paraguay, en la 
que también participaron Chile y Argentina, con socios loca- 
les, 


En la revista española “Cambio 16” del 9 de julio de 1990, 
a toda página se dice: “Telefónica llena de deudas. No le 
cuadran las cuentas”. A continuación, se ilustra sobre este 
tópico tan interesante. Cabe tener presente el subtítulo: “Tele- 
fónica es incapaz de generar los fondos que necesita para el 
formidable proceso de inversiones en que está inmersa. Pre- 
tende invertir tres billones y medio de pesetas en cinco años, 
lo que aumentará todavía más una deuda que ya ronda en el 
millón y medio de pesetas. A pesar de todo, la lista de espera 
de quienes quieren que se les coloque el aparato continúa”. 
Los autores de la nota afirman que Telefónica Española está 
inmersa en un formidable proceso de inversiones desde hace 
dos años, y que sus resultados económicos comienzan a resen- 
tirse. Asimismo, agrega que Telefónica, que es propiedad es- 
tatal española, piensa invertir tres billones y medio de pesetas 
en cinco años. Su Presidente, el señor Cándido Velázquez 
manifestó claramente al Gobierno que tantas inversiones no se 
improvisan ni se pueden financiar sin acudir a un endeuda- 
miento masivo. Por ello, la empresa aspira a conseguir un 
aumento casi automático de las tarifas. Frente a todo esto, se 
mantiene el problema de que la lista de quienes esperan obte- 
ner un simple teléfono -a pesar de las fuertes inversiones- 
oscila en 529.000 españoles. 


Señor Presidente: todos sabemos que existe una campaña 
tendiente a la privatización, que implica concepciones de ca- 
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rácter económico, político e ideológico, En general, se tiende 
a simplificar: lo malo es el Estado; lo bueno, lo privado. No 
voy a reiterar las cifras ni mi argumentación anterior; simple- 
mente deseo dejar constancia de que esta prédica existe. Y 
para acentuarla, a veces, se ha planteado en la prensa que 
necesitamos privatizar ANTEL, porque este Ente tiene que 
capitalizarse en U$S 300:000.000. Esta es una idea. Otra, es 
que se hace necesario reforzar al Banco de Previsión Social, a 
los hospitales y a los liceos; entonces, pues, privaticemos esta 
empresa. Por último, también se dice que para afirmar la 
libertad, debemos privatizar ANTEL. 


En este sentido, se han publicado varios reportajes -que he 
leído- hechos a la Presidenta de este organismo, la contadora 
Rosario Medero, quien ha manifestado su preocupación por- 
que se la acusa de amante de la privatización. Ante una pre- 
gunta formulada por un periodista, en el sentido de si le gusta 
privatizar, ha respondido: “No; no creo que debamos hacer 
hincapié en esa palabra. Me gusta hablar de reformar, de des- 
regular, de desmonopolizar. Lo que tenemos es una orienta- 
ción hacia el cambio; una orientación que tiende a la desregu- 
larización, a la libertad”. 


Pienso, señor Presidente, que alcanza con leer los artículos 
4? y 5* del proyecto en discusión para darse cuenta qué es la 
libertad para unos u otros, puesto que, luego de la privatiza- 
ción, estas normas dejan pequeña la imagen que utilizara el 
señor senador Astori del boxeador atado de manos: está atado 
de manos, de pies e, inclusive, hasta le han colocado una 
capucha. 


Como decía, señor Presidente, basta con lcer estos artícu- 
los para darse cuenta que no será fácil saber en qué situación 
quedarán estos Entes luego de su privatización. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BRUERA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: muy brevemente y 
en función no de lo que está expresando el señor senador 
Bruera, sino de algo que creo se me contestó en la sesión de 
ayer o de antes de ayer, y que está referido al concepto que 
viene desarrollando el señor senador preopinante, deseo seña- 
lar que uno de los argumentos a favor de la privatización es la 
libertad, afirmación que es muy difícil de contrarrestar. Ahora 
bien, sucede que hay organismos diferentes y actividades dis- 
tintas. 


Concretamente, a nadie se le escapa -porque así lo ha 
dejado trasuntar el propio oficialismo- que lo que le interesa 
al Gobierno en este proyecto de ley es, fundamentalmente, el 
Capítulo relacionado con ANTEL. La consagración de la li- 
bertad a través de la privatización estribaría en que yo, ciuda- 
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dano, pudiese elegir entre el teléfono que me proporciona 
ANTEL o el que me conceda la o las compañías privadas, en 
un país donde se aboliese el monopolio del tema telefónico 
nacional e internacional y conviviesen dentro de fronteras dos, 
tres, cuatro o cinco empresas frente a las cuales yo tendría 
libertad. Esto sería la consagración de la libertad. 


Digo con toda sinceridad que si esto fuese posible, tal vez 
nosotros, con algún otro tipo de garantías en lo que tiene que 
ver con el funcionariado, votásemos la privatización de 
ANTEL. Si fuera posible que conviviesen dentro del Uruguay 
más de una compañía telefónica, nosotros, en aras de que 
nuestros ciudadanos tuviesen la libertad de optar -repito, si se 
nos diesen garantías con respecto al funcionariado- segura- 
mente, votaríamos este Capítulo. Pero resulta que el argumen- 
to de la libertad no se condice con el tema ANTEL, porque la 
propia consultoría que contrató el Gobierno establece que el 
sistema telefónico sólo puede funcionar en régimen de mono- 
polio. En este sentido, deseo señalar que conozco dos clases 
de monopolio: el público y el privado. Pero ninguno de los 
dos le otorga libertad al individuo porque, desde el momento 
que se irata de monopolios, el individuo no tiene opción nin- 
guna para elegir. 


Por lo tanto, el tema más trascendente de este proyecto de 
ley, o sea, el argumento de la libertad, no es de recibo, porque 
de aprobarse esta iniciativa el ciudadano seguirá tan carente 
de libertad como lo está al día de hoy. Actualmente, el uru- 
guayo sólo puede optar por el sistema telefónico de ANTEL 
y, a partir de la aprobación de este proyecto de ley, sólo podrá 
hacerlo por el que le proporciona la empresa que con esta ley 
se está creando. 


En consecuencia, si bien nos sensibiliza mucho ese argu- 
mento -pienso que a todo el Senado le sucederá lo mismo- 
reiteramos que no es de recibo, al menos, en el tema del 
sistema telefónico. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Bruera. 


SEÑOR BRUERA. - Asimismo, señor Presidente, cabe 
señalar que en todo el mundo las empresas de telecomunica- 
ciones son las que tienen los mayores índices de rentabilidad, 
tal es cl caso de la Nippon Telephone, la Bell ATT, etcétera. 


En cuanto a ANTEL, corresponde revisar un poco la histo- 
ria -porque aquí se centra uno de los meollos de nuestra discu- 
sión- y recordar que durante más de cuatro décadas estuvo 
bastante descuidada, presentándose como una división de una 
empresa monstruo -me refiero a la UTE- cuyas prioridades 
eran otras. Así, se acumuló un retraso tecnológico y de inver- 
siones que, hasta la separación de ambos organismos ocurrida 
en el año 1974, no pudo superarse. 
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También importa señalar que en la última década se pro- 
dujo una gran mejora en este Ente, la que no ha sido publicita- 
da adecuadamente. 


Antes de entrar a analizar algunos problemas polémicos 
referidos a ANTEL, señor Presidente, deseo formular una pre- 
gunta que si hallara respuesta a lo largo de la discusión, me 
sentiría contento: ¿cuánto vale ANTEL? Formulo esta interro- 
gante porque, como es sabido, su hermana “porteña” fue ava- 
luada en U$S 5.000:000.000 y, según tengo entendido, lo que 
factura ANTEL es la quinta parte de aquélla. No me atrevo a 
sacar la conclusión de que se trata de U$S 1.000:000.000, 
pero si... 


SEÑOR ZUMARAN. - En el Uruguay, vale más. 
SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Si es blanca, mucho más. 
(Hilaridad) 


SEÑOR BRUERA. - Entiendo que tendríamos que fomen- 
tar al capital nacional para poder intervenir en buenas condi- 
ciones en esta hermandad que se quiere exista entre ANTEL y 
las fuerzas privadas. 


Uno de los argumentos esgrimidos para la aprobación de 
este proyecto en lo referente a ANTEL es que la empresa 
carece de recursos. En este sentido, su Presidenta, en un re- 
portaje concedido al matutino “La Democracia” el 14 de se- 
tiembre de 1990, afirma que la inversión del Ente “sale de lo 
que se cobra al cliente por sus tarifas”. En base a ello, enfatiza 
que “ahí ya hay una primera limitación en cuanto a las posibi- 
lidades de invertir; por eso es fundamental” -agrega- “el apor- 
te del capital privado”. Es decir que la propia Presidenta de 
ANTEL manifiesta que las inversiones que el Ente puede ha- 
cer no alcanzan, y por ello debemos tener un socio que nos 
proporcione nuevos recursos. ¿Esto es así? Creo que no, fun- 
damentalmente, porque las inversiones necesarias se pueden 
hacer sin recurrir a socios. 


Por otra parte, es necesario decir que ANTEL siempre 
tuvo crédito de las empresas proveedoras y de la propia banca. 
Inclusive, se han rechazado créditos financieros, porque se 
conseguían prestamos más baratos de parte de los proveedo- 
res. Precisamente, un ejemplo de ello es que durante el ejerci- 
cio pasado, un préstamo otorgado por el Banco Mundial de 
U$S 40:000.000 se redujo a U$S 24:000.000 en virtud de que 
fue sustituido por créditos comerciales, 


En otro reportaje concedido al diario “La República” el 22 
de mayo de este año, la contadora Rosario Medero expresó lo 
siguiente: “ANTEL hizo una inversión muy grande en los 
últimos cinco años -más de U$S 70:000.000 por año- con lo 
que se logró prácticamente duplicar la cantidad de teléfonos e 
incorporar la nueva tecnología digital. 


Tal como dijo la Presidenta de ANTEL, hubo inversión y 
la puede haber sin necesidad de vender ese organismo o de 
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que ceda parte de sus actuales competencias, Sin necesidad de 
privatizar, también pueden existir inversiones. Desde luego, la 
contadora Medero en ninguno de los dos reportajes dice que el 
problema de las inversiones de ANTEL está en el propio Po- 
der Ejecutivo que, por intermedio de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, redujo esa inversión de 
U$S 70:000.000 a U$S 50:000.000. El contador Conrado 
Hughes fue quien hizo que esta reducción se operara, exten- 
diendo, así, el plazo de realización de los servicios que podría 
brindar esta empresa pública. 


Por lo demás, esta aseveración de que es necesario contar 
con un socio no tiene en cuenta que en los contratos que hace 
ANTEL con sus proveedores, se preven períodos de gracia 
-como en el caso de las centrales digitales- que hacen que 
ANTEL empiece a pagar cuando ya está cobrando los servi- 
cios. Es decir que el crédito con que cuenta el Ente es sufi- 
ciente y que la amortización de este crédito no significa que 
se tenga que acudir al dinero de Caja o del Tesoro Nacional. 


Otra de las críticas que se hace es la demora que existe 
para contar con un teléfono, 


En el citado reportaje de “La República”, la contadora 
Medero estima la cifra de solicitantes en cien mil. No se dice 
que los trabajos de ampliación de las redes han sido enlenteci- 
dos expresamente, porque las redes se construyen con fondos 
propios de ANTEL y la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to -lo subrayo- lo que ha obligado a disminuir las inversiones 
con fondos propios. 


Ya se dijo en el anterior Directorio de ANTEL que las li- 
mitaciones que se imponen a ese Ente por parte del Gobierno 
central van a dar pie a la teoría de que ANTEL necesita 
integrar capitales externos. 


Cuando la contadora Medero analiza que en los países de- 
sarrollados hay un promedio de 50 ó 60 líneas por cada cien 
habitantes mientras que en el Uruguay estamos en el orden de 
las 17 por el mismo número de habitantes -en realidad, a 
diciembre de 1990 el promedio era de 18,8- incurre en un 
error, No se pueden comparar estos índices, porque la aten- 
ción total de los pedidos llevaría el índice, por cada cien 
habitantes, a 22,8, es decir, cuatro puntos por encima de la 
atención actual. Ello marca que el promedio de los países 
industrializados no se adecua a la realidad uruguaya; es un 
dato extrapolado de la realidad nacional para llevar, forzada- 
mente, al criterio de que no hay otra salida que la de privati- 
zar. 


Tampoco se dice que para la atención de estas solicitudes 
en Montevideo hay capacidad suficiente en las centrales, pero 
no hay bornes, es decir que falta la red de cables. 


Nada se dice de la eficiencia que ha demostrado ANTEL, 
que ha llevado a que se la considere como una empresa mode- 
lo en la región. Tenemos las mejores comunicaciones y pode- 
mos seguir mejorándolas sin necesidad de capitales externos 
al Ente. 
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Pero, ¿cómo atender estas solicitudes de teléfonos, si la 
propia contadora Medero afirmó en Comisión que ANTEL iba 
a dedicar las inversiones de este año y siguientes a la telefonía 
no tradicional, y si aquí lo que se necesita mayoritariamente 
es invertir en la red de cables para atender estos pedidos, y 
eso es lo que se recorta por la Oficina de Plancamiento y 
Presupuesto? 


En ese atender solamente a la telefonía no tradicional hay 
una evidente contradicción, si se parte de la base de que el 
94% de las solicitudes del país se solucionan mediante la 
inversión en la red de cables, ya que lo que faltan son bornes, 
y las centrales tienen capacidad para atender esos requeri- 
mientos en el mismo porcentaje. 


A ello debemos sumar que el 100% de las solicitudes 
-56.145 en Montevideo y 32.620 en el interior- son justamente 
de aparatos conectados a la telefonía tradicional. Invirtiendo 
en cables, podemos dar solución al 94% de los pedidos. 


¿De qué inversión se habla cuando se menciona a la tele- 
fonía no tradicional? Porque habría que pensar que el objetivo 
del Ente es invertir en servicios como el teléfono móvil, el 
portátil o el banco de datos. 


En cuanto a la telefonía móvil ANTEL ya firmó un contra- 
to con la empresa Abiatar S.A., por el cual se arrienda este 
servicio, en primera instancia para Montevideo y luego para 
una franja entre Colonia y Maldonado. ANTEL en esto no 
pone un solo peso; al firmarse este contrato no necesitará 
invertir para que el país cuente con el servicio. 


En lo que se refiere a la telefonía portátil, ella es una 
variante de la anterior; basta que el aparato telefónico no esté 
instalado en un automóvil, sino que se use como portátil. El 
contrato firmado por ANTEL con Abiatar prevé esta variante. 
Tampoco en este caso necesita invertir. 


En lo que tiene que ver con el banco de datos, hay que 
decir que este servicio nunca lo presta una empresa telefónica, 
La empresa operadora brinda las conexiones necesarias para 
que el usuario se comunique con la base de datos por medio 
de una línea telefónica. El servicio de base de datos ya está 
siendo utilizado en el Uruguay a través de la red URUPAC, 
los usuarios que se abonen a cualquier banco de datos, nacio- 
nal o internacional, y contraten los servicios de URUPAC, 
operarán muy eficazmente. De hecho, los están utilizando la 
red científica internacional y las redes comerciales de infor- 
mación. Como el servicio mencionado nunca se presta por 
parte de una empresa telefónica, éstas nunca invierten en él. 


No hay ninguna razón empresarial que avale las palabras 
de la contadora Medero cuando en el reportaje citado del 
diario “La República” dice que ANTEL, como empresa públi- 
ca, no puede brindar los servicios de telecomunicaciones que 
actualmente existen y a los cuales los uruguayos tenemos de- 
recho a acceder. 
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Justamente no hay ninguna razón empresarial seria, porque 
cuando el periodista le pregunta a qué servicios se refiere la 
contadora Medero afirma: “Me refiero a nuevos servicios, 
desde el teléfono móvil hasta el portátil o desde los servicios 
de acceso a un banco de datos hasta los servicios de un diario 
a través del teléfono. Esos servicios implican inversiones que 
nosotros no estamos en condiciones de hacer”. 


Reitero: no hay ninguna razón empresarial seria para reali- 
zar inversiones en algo que no las requiere. En uno de los 
casos, el contrato así lo estipula, y en el de los servicios de un 
diario a través del teléfono, se pueden obtener en cualquier 
momento y a bajo costo; basta que el usuario compre un 
computador, se abone a URUPAC y que exista un diario que 
implante el servicio. Si aún no se ha hecho, es porque el 
mercado por ahora es muy reducido. 


Cabe preguntarse, entonces, lo siguiente. Si la inversión no 
es para la telefonía tradicional, y la otra, la que nombra la 
contadora Medero no necesita de inversiones por parte de 
ANTEL, ¿dónde invertiría esta empresa? 


(Suena el timbre indicador del tiempo) 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para una cuestión de 


orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Formulo moción en el sentido de que 
se prorrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor senador Arana. 


(Se vota:) 

-24 en 25. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador Bruera. 

SEÑOR BRUERA. - Muchas gracias, señor Presidente. 


Siguiendo el razonamiento de la contadora Medero, nos 
resulta incomprensible que la inversión requerida no sea para 
la telefonía tradicional. 


En el reportaje citado la contadora Medero señala lo si- 
guiente: “Cuando una empresa cualquiera tiene que hacer in- 
versiones que superan la capacidad de dinero de los dueños, 
¿qué hace? Se asocia con quien pueda proporcionarle nuevos 
recursos. Pues bien, nosotros queremos la asociación de capi- 
tales privados para que haya más servicios y para que éstos 
sean mejores. Con esto no estamos inventando nada. Todos 
los países del mundo están en lo mismo”. 


Todo el pensamiento de la Presidenta de ANTEL parece 


formar parte de un estereotipo cuya religión fundamental es la: 
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privatización a ultranza. Pero lejos está de la realidad urugua- 
ya, porque las inversiones que pretende no son para lo que el 
país necesita; su intención es volcarlas donde lo hace la em- 
presa privada y, por tanto, no son necesarias. 


La Presidenta de ANTEL entiende que en lo que a la 
privatización se refiere hay razones tecnológicas para que ello 
ocurra en todo el mundo. 


Y continúa diciendo: ““Ya no necesitamos los cables; tene- 
mos radio, computadoras, fax”. Pero los cables que no necesi- 
ta la contadora Medero son los que están esperando alrededor 
de 94.000 ciudadanos para poder contar con su teléfono, Y los 
de radio, computadora y fax son servicios que no brinda 
ANTEL. El $ de junio, en el diario “El País”, un pie de foto 
dice: “Centrales telefónicas, facsímiles y recientemente com- 
putadoras personales de la línea Apple, son algunos de los 
productos que comercializa la firma, explicaba Villaseca”. Se 
refiere al contador Villaseca, Director de la firma Ringer Uru- 
guay, que es representante de la firma South Wester Bell. 
Representa a una firma fuertemente interesada en la privatiza- 
ción de ANTEL que, complementando el pensamiento de la 
contadora Medero acerca de la inversión o no en el cableado, 
afirma: “Pero aunque ANTEL pase a manos privadas va a 
pasar bastante tiempo antes de que la demanda sea satisfe- 
cha”. 


Agrega el contador Villaseca: “Fíjese que el crecimiento 
de solicitudes tiene un ritmo del 8% anual y teniendo en 
cuenta inversiones de U$S 50:000.000 al año, la demanda 
total insatisfecha va a situarse en el entomo de un 25% de las 
líneas instaladas mientras que antes se situaba en el 20%”. 


Otra sería la situación si ANTEL pudiera disponer de los 
U$S 20:000.000 que no le dejó invertir la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto y de los U$S 9:000.000 que transfiere al 
Tesoro Nacional. ¡Ahí sí habría cables y satisfacción de la 
demanda, como la que reclaman los uruguayos! 


Por último, acerca de la inversión: si la inversión funda- 
mental que necesita ANTEL es en cables y -siguiendo las pa- 
labras de la contadora Medero en el reportaje de setiembre de 
1990- “el desarrollo actual de la tecnología hace que con 
relativamente poca inversión uno pueda recibir la información 
sin necesidad de cable”. Parecería lógico pensar que la empre- 
sa pública invirtiera allí donde es necesario y que la empresa 
privada lo haga en los proyectos que, por otra parte, ya están 
bajo contrato en sus manos y que, de acuerdo con lo expresa- 
do por la Presidenta de ANTEL, requieren poca inversión. 


Otra de las opiniones que juegan fuertemente en el pensa- 
miento privatizador de ANTEL y de su Presidenta, consiste en 
que “es difícil que nosotros, con nuestros escasos recursos” 
estoy leyendo el reportaje de “La República”- “sepamos 
cómo operar todas las nuevas tecnologías. Necesitamos el au- 
xilio de ellos para la operación, para el lanzamiento de nuevos 
servicios, para la ingeniería. No es sólo el capital. También 
estaremos trayendo nueva tecnología, nuevos conocimientos y 
nuevos servicios”. 
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Me da la impresión de que la contadora Medero sabe tanto 
como yo sobre tecnología de teléfonos y telecomunicaciones. 
No tiene derecho la señora Presidenta a incursionar en un 
tema en el que ella misma ha declarado que es nueva y que no 
lo conoce suficientemente. Así no se puede argumentar seria- 
mente sobre un tema tan histórico como es la privatización de 
ANTEL. Y quiero decir ahora que no se puede maltratar a los 
técnicos uruguayos porque no todo lo bueno en materia de 
tecnología viene del exterior. Recuerdo ahora que hubo un 
acuerdo con participación de capitales del exterior por 
U$S 5:000.000 para proporcionar a ANTEL nueva tecnología. 
Eso se resolvió con ingenieros uruguayos y ANTEL debió pa- 
gar por ello U$S 240.000. En consecuencia, sería un absurdo, 
un barato “chauvinismo” rechazar la experiencia y la capaci- 
dad tecnológica del exterior. 


Se ha hablado también, por parte de la contadora Medero, 
de experiencias de otros países. En la Comisión, ella afirmó 
no estar de acuerdo con un modelo de privatización como el 
argentino, pero dice que hay ejemplos como el mexicano, 
como el venezolano o como los antiguos ejemplos de los 
ingleses o los estadounidenses y dice textualmente: “Pero hay 
muy recientes, como en Puerto Rico o en República Domini- 
cana”. 


Sinceramente, no sé dónde ha sido preparada la contadora 
con respecto a estos problemas tan delicados de la tecnología 
moderna. Debería decirse que ni aún así, lo propuesto por el 
proyecto y el pensamiento de la contadora Medero se adecua 
a la realidad. En Inglaterra, el gobierno conservador propuso 
privatizar previendo entre un 20% y un 25% de capital extran- 
jero, pero el propio partido de gobierno redujo en el Parla- 
mento esta participación a un 14%, Véase qué lejos está de los 
márgenes de explotación extranjera que se proponen aquí en 
Uruguay. Además, en Inglaterra el Estado se reserva derechos 
de propiedad de las llamadas “Golden Shares” para decidir la 
composición del Directorio, la preservación de activos y otras 
medidas sobre el funcionamiento de estas empresas. 


En lo que respecta a Puerto Rico -según tengo entendido- 
la empresa telefónica es la PRTC (Puerto Rico Telephone 
Company) que fue siempre norteamericana y, en lo que se 
refiere a la República Dominicana, la telefónica es simple- 
mente una filial de la GTE, empresa 100% norteamericana. 
Quiere decir que no hay un planteo serio sobre un tema tan 
importante, 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BRUERA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Deseo aportar un detalle adicional 
sobre los casos que viene citando el señor senador Bruera y, 
en particular, sobre el de Puerto Rico. 
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En Puerto Rico, estado libre asociado a los Estados Unidos 
esa es su situación jurídica- la compañía telefónica que acaba 
de señalar el señor senador es estatal; esto es, se trata de una 
empresa pública. Días pasados, una conocida cadena de tele- 
visión que emite su informativo en un canal privado nacional 
en horas cercanas a la medianoche, dio a conocer a toda la 
audiencia uruguaya -hace unas pocas horas- que en Puerto 
Rico se dejó absolutamente sin efecto el tratamiento del pro- 
yecto de ley que pretendía privatizar el servicio telefónico. 
Esto es, se resolvió no seguir adelante con este proyecto, de 
modo tal que Puerto Rico sigue teniendo una empresa pública 
encargada de prestar el servicio telefónico. Esta es la resolu- 
ción tomada por las autoridades de dicho Estado hace sólo 
unas pocas horas. 


Deseaba aportar esta información, señor Presidente, por- 
que me parece que no sólo avala lo que aquí se está sostenien- 
do, sino que es un indicio de lo poco que se conoce la realidad 
a la que se alude y de la antojadiza manipulación que se viene 
realizando en este debate, acerca de la llamada experiencia 
mundial en la materia. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BRUERA. - Agradezco la intervención que ha 
realizado el señor senador Astori y reitero que deseo terminar 
mi exposición planteando dos o tres temas. 


Personalmente me siento preocupado, al igual que todos 
los señores senadores, por la suerte de los trabajadores luego 
de esta operación. Es necesario señalar que los problemas de 
privatización han generado también problemas de desocupa- 
ción, surgiendo en consecuencia especialistas en la materia. 


He leído la traducción que se ha hecho de un artículo de 
Doris Owens, quien se dedica a este tema, donde se señala 
que hay un interés en los países de la Comunidad Económica 
Europea y en otros grandes países que ha llevado a que haya 
gente que denuncia una “nueva casta de conquistadores, arma- 
dos con calculadoras en lugar de cañones”, que invaden varios 
países de América. Más adelante agrega: “Pero la región no 
ha comenzado aún a experimentar las convulsiones que acom- 
pañarán el cambio”. 


A continuación este periodista dice que: “Park Shipley, 
Vicepresidente ejecutivo de la firma de consultores Privatiza- 
ción Internacional, con sede en la ciudad de Washington, pre- 
dice para la región cientos de miles de despidos y desempleo 
creciente durante la década del 90”. 


Este tema relativo a las privatizaciones que hoy estamos 
discutiendo ha provocado una gran preocupación a los trabaja- 
dores de ANTEL que ven como una primera opción que pue- 
de plantearse, si se aprueba este proyecto de ley, que “el fun- 
cionario dejaría de pertenecer al sector estatal y pasaría a ser 


12 de Junio de 1991 


un trabajador privado, ya que dicha empresa se regulará por el 
Derecho Privado "lo que implicará que si bien dicha empresa 
-que seguramente será una corporación internacional- tendrá 
que aceptar a los funcionarios por lo que dispone la ley, tam- 
bién podrá hacer uso del derecho a despido de aquellos traba- 
jadores que considere innecesarios o lo que fuere, no asegu- 
rándose ninguna estabilidad laboral para aquellos trabajadores 


que opten por dicha fórmula”. 


Hay una segunda instancia que es la posibilidad de quedar- 
se en ANTEL, pero tal como han manifestado algunos diri- 
gentes sindicales, supone que “si ANTEL se reduce a dos 
pisos de la sede nueva para administración, entonces, ¿cuán- 
tos funcionarios puede llegar a necesitar de los 7.400 que hoy 
trabajan en el Ente?”. 


Con respecto, a otra opción, se está muy preocupado por el 
posible pasaje de funcionarios sobrantes a la planilla de dispo- 
nibilidad que regula la Oficina del Servicio Civil. 


En relación a esta opción, se afirma “que no es un destino 
laboral seguro, ya que todavía revisten en la misma unos 800 
funcionarios de AFE que cobran su sueldo estando en la casa 
pero sin compensación y “desde hace un tiempo se está mane- 
jando la idea de realizarles un aumento diferencial, aunque 
provengan de los Entes y no de la Administración Central”. 
Es decir que hay una preocupación -que no es poca cosa- a 
tener en cuenta cuando se consideren los capítulos especiales 
en la discusión en particular, 


Desco cerrar mi intervención haciendo referencia a una 
preocupación manifestada por el señor senador Korzeniak, 
que planteó la inconstitucionalidad de este proyecto de ley. 
Este planteo consiste, como lo expresara el señor senador 
Korzeniak, en que no sólo hay una colisión con normas expre- 
sas de la Carta, sino también con los principios de la misma. 


De acuerdo con lo anterior, el Poder Legislativo no puede 
delegar en el Poder Ejecutivo y ese es un principio fundamen- 
tal de nuestra Constitución que ninguna ley puede violar. 
Nuestra Constitución -lo afirmó el señor senador Korzeniak y 
lo hago mío- tiene un modelo económico que no es otro que 
un modelo de Estado de derecho, de democracia social, de 
Estado benefactor e intervencionista en materia económica. 


Las características de este modelo son la consagración de 
los derechos sociales además de los derechos individuales. El 
Estado tiene deberes positivos en materia de derechos -no 
debe limitarse a no intervenir cuando alguien ejercite un dere- 
cho individual, sino que está obligado a que ellos se cumplan- 
y, como última característica, el “estatismo” y “empresismo”. 


Precisamente este proyecto de Empresas Públicas es bási- 
camente liberal e individualista y habilita a que el Estado y 
sus empresas públicas se retiren de la intervención económica 
en una proporción tan importante como para acercarse a los 
cometidos estatales que tenía con las Constituciones de 1830 
y 1918. 
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Muchas normas de la Constitución muestran ese modelo a 
que hacemos referencia. Por ejemplo, las que limitan el dere- 
cho de propiedad, a través de la expropiación, la que establece 
la protección de la industria nacional, otra norma que expresa 
que no hay organización comercial ni industrial trustificada en 
el país, sin contralor del Estado. Otro ejemplo es el Presu- 


puesto por Programa. 


Quiero manifestar en el Senado de la República mi preo- 
cupación por los artículos 1* y 2* del proyecto. Por el artículo 
1? se le da facultades al Poder Ejecutivo para conceder u 
otorgar permisos para la ejecución de servicios públicos na- 
cionales a su cargo. La concesión o el permiso podrán incluir 
la transferencia de derechos de uso, usufructo y personales, 
así como la constitución de derechos reales o personales res- 
pecto de bienes muebles e inmuebles, por el período de la 
concesión. 


Asimismo, por el artículo 2%, la Administración Central y 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados podrán au- 
torizar, contratar o subcontratar con terceros la ejecución de 
otras actividades de su competencia. 


También en este caso, como parte de tales autorizaciones 
y contratos, se podrá transferir o constituir derechos reales y 
personales de sus bienes. 


Esta ley permite que mañana el Banco de la República y el 
Banco Hipotecario puedan ser entregados a manos privadas. Y 
si no se quiere esto, me pregunto ¿por qué lo permite la ley 
que estamos discutiendo? 


Yo, señor Presidente, no estoy juzgando intenciones, pero 
si no es esto lo que se quiere ¿por qué no existe la norma 
prohibitiva? 


SEÑOR RAFFO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BRUERA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - Señor Presidente: una y otra vez, a lo 
largo de este debate hemos escuchado -y ahora el señor sena- 
dor Bruera vuelve a insistir- referencias a la presunta inconsti- 
tucionalidad de este proyecto de ley o, incluso, de alguno de 
sus artículos. Por supuesto que quien habla no es un experto 
en Derecho Constitucional -como al parecer lo son otros seño- 
res senadores- pero también ha solicitado asesoramiento en la 
materia. 


Deseamos hacer algunas aseveraciones con respecto al 
tema. 


En un Seminario de Privatización y de Regulación organi- 
zado por el Centro Montefaro, el experto constitucionalista 
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doctor Cassinelli Muñoz sostuvo que el constituyente urugua- 
yo estableció un sistema flexible que da al Gobierno de turno 
un amplio margen de actuación en materia de intervencionis- 
mo. Expresó que, en efecto, siempre dentro de un sistema 
democrático republicano de respeto a los derechos humanos, 
la Constitución habilita a que se varíe, desde un mínimo im- 
prescindible, de intervención impuesto por la Carta, hasta un 
grado máximo de intervencionismo. Todo esto sin vulnerar la 
letra ni el espíritu de la Constitución. Por esto la Carta autori- 
za a que se establezcan o supriman monopolios, etcétera. 


Asimismo, el doctor Cassinelli Muñoz manifestó que el 
grado de intervencionismo del Estado en un momento dado, 
siempre que se respeten las previsiones constitucionales, no 
puede considerarse como apartamiento o no del modelo de 
Estado social de la Carta, sino que dentro de dicho esquema 
se estarán usando las herramientas que en ese momento se 
estimen más apropiadas para lograr la existencia plena del 
estado social. 


Señor Presidente: el artículo 188 de la Constitución -que 
también ha sido mencionado en Sala- termina siendo utilizado 
para decir que se está violando o que existe una tergiversación 
del espíritu de la Constitución al otorgarle obsesivas faculta- 
des al Poder Ejecutivo. En realidad, este proyecto de ley le da 
más potestades al Poder Ejecutivo, pero considero que no es 
correcto que se esté desnaturalizando el espíritu de la Consti- 
tución. 


El doctor Cassinelli Muñoz dice que salvo con relación a 
los Entes Autónomos necesarios -como, por ejemplo, los En- 
tes de Enseñanza que no pueden ser suprimidos por ley- la ley 
fijará el grado de descentralización que en cada caso corres- 
ponda. 


La descentralización no se refiere a este Poder Legislativo, 
sino al Poder Ejecutivo, por lo que es totalmente ajustado a 
Derecho que se considere necesario limitar el grado de centra- 

. lización fortaleciendo los controles y prerrogativas del Poder 
citado en segundo término. 


En esto no hay violación de la letra ni del espíritu de la 
Constitución de la República. 


Cabe agregar que dictaminar cómo se viola el aludido 
espíritu de la Constitución es algo muy difícil. Las inconstitu- 
cionalidades pueden ser por la forma o por el contenido, pero 
no por contrariar el espíritu. 


Por otra parte, el Derecho Constitucional -no lo dice el 
senador Raffo, sino algunas personas que saben más que él 
sobre este tema- no es una ciencia oculta reservada a los 
iniciados; las leyes son constitucionales o no y, en el segundo 
caso se debe señalar en qué consiste la inconstitucionalidad. 
Eso, a esta altura del debate, todavía no lo hemos visto. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR BRUERA. - Con mucho gusto, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - En primer término, voy a hacer 
un amable reproche al señor senador Raffo, ya que él no 
separó con claridad la parte en que le atribuyó opiniones al 
doctor Cassinelli Muñoz -distinguido constitucionalista uru- 
guayo- de la que él exponía. 


Esta es la primera aclaración que deseaba hacer sobre algo 
que considero fue fruto de una inadvertencia del señor sena- 
dor Raffo. 


En segundo lugar, debo decir que si el señor senador Raffo 
hubiera leído en su totalidad la cita del doctor Cassinelli Mu- 
foz que acaba de leer parcialmente, advertiríamos que el refe- 
rido constitucionalista confirma que el modelo económico es- 
tablecido en la Constitución de la República se corresponde 
con el modelo que señalé en mi exposición del otro día, y al 
que acaba de hacer alusión el señor senador Brucra y al que se 
le llama de muy distintas maneras: “Estado benefactor”, “Es- 
tado intervencionista en materia económica” “Estado social 
de derecho”, “Estado democrático social de derecho”, etcéte- 
ra. Esto que estoy señalando fue ratificado por el doctor Cas- 
sinelli Muñoz en más de una reunión que se hizo en el Institu- 
to de Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho. 


En tercer término, me voy a permitir señalar que esa ca- 
racterización del modelo de la constitución uruguaya la hizo 
también el Poder Ejecutivo a través de la persona del señor 
Subsecretario de la Presidencia, doctor Durán Martínez, quien 
compareció en la Comisión de Constitución y Legislación a 
explicar el proyecto que está a consideración del Cuerpo. El 
dijo, primero, que se ha pasado al modelo de Estado social de 
Derecho, luego de que en los primeros años de la vida institu- 
cional del país se vivió en el modelo de Estado liberal indivi- 
dualista. 


Asimismo y utilizando una novedosa terminología, el pres- 
tigioso constitucionalista expresó que este proyecto disminuye 
las facultades prestacionales del Estado, pero aumenta consi- 
derablemente sus contralores. Esto fue corroborado por el se- 
for Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
contador Hughes. Ambos insisticron, como característica im- 
plícita de este proyecto de ley, en que debían aumentarse los 
contralores del Estado. 


En cuarto lugar, el doctor Durán Martínez, en un error que 
corrige en la página siguiente de la versión taquigráfica de esa 
Comisión, ante una pregunta que se le formulara, expresa que 
el Estado social de derecho se caracteriza, además, por el 
aumento de las facultades del Poder Ejecutivo. 


Recuerdo que le preguntamos si habíamos entendido bien 
y si €l consideraba que ése era uno de los tópicos que caracte- 
riza al Estado social de derecho. El reflexionó y se rectificó, 
manifestando que él había querido decir que eso era propio 
del Estado moderno y no del Estado social de derecho. 
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Si bien sé que no lo hice en forma textual, creo haber 
descrito, en esta breve interrupción, los conceptos traídos por 
el Poder Ejecutivo a la primera sesión de la Comisión de 
Constitución y Legislación en que se trató este proyecto de 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Brucra. 


SEÑOR BRUERA. - Obviamente, la polémica sobre la 
constitucionalidad o no del proyecto se va a desatar no sólo en 
el Senado y en la Cámara de Representantes, sino también 
fucra del Parlamento. Es un hecho político, es algo que se 
puede discutir. 


A continuación, voy a solicitar una aclaración al señor 
miembro informante. 


Mi pregunta es la siguiente: el Banco de la República, el 
Banco Hipotecario ¿entran en el artículo 1* y 22? 


SEÑOR SANTORO. - Eso ya se explicó. 


SEÑOR BRUERA. - Quiero que se diga expresamente que 
no, para que conste en la versión taquigráfica. 


Considero que eso se debe poner en la ley. 


SEÑOR GARGANO. - Que se diga expresamente en la 
ley. 


SEÑOR BRUERA. - ¿Es así, o no, señor miembro infor- 
mante? 


SEÑOR PRESIDENTE, - El señor senador Bruera, por vía 
de aclaración, ha solicitado una opinión al miembro informan- 
te, señor senador de Posadas Montero. Este no tiene obliga- 
ción de hacer esa aclaración, pero si, desea hacerla, la Mesa le 
da la palabra. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Voy a aprovechar 
para aclarar dos puntos que se han prestado a confusión. 


El primero, al que acaba de hacer referencia el señor sena- 
dor Brucra, es muy sencillo. La contestación es, por supuesto, 
no. 


El segundo, un poco más complejo, es el que tiene que ver 
con el tema al que hizo alusión el señor senador Korzeniak, al 
referirse nuevamente al modelo constitucional de Estado so- 
cial de derccho, 


Sobre el particular -y sin perjuicio de que me referiré a 
ello al final del debate- hay algunas puntualizaciones que de- 
seo hacer, no en beneficio, por supuesto, del señor senador 
Korzeniak, que las conoce tanto como yo. 


En primer término, si vamos a hablar de un modelo en vez 
de determinadas características jurídicas de la Constitución de 
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la República, hay que ser muy preciso al definir qué se entien- 
de por modelo. 


Las características de Estado social de derecho que tiene 
nuestra Constitución -al igual que otras Constituciones- mar- 
can una evolución dentro de las Constituciones de corte libe- 
ral. No se trata de algo diferente en cuanto a su naturaleza 
jurídica, y así sucedió en Uruguay. 


En segundo lugar, las características que, a cierto grado de 
la evolución de una Constitución, permiten decir que marcan 
un Estado social de derecho no están referidas -y este es el 
caso también de la Constitución uruguaya- a la mayor o me- 
nor intervención del Estado en actividades comerciales e in- 
dustriales, 


En una intervención anterior, el señor senador Bouza seña- 
1ó que cuando en el proceso constitucional del Uruguay se fue 
evolucionando hacia el llamado “Estado social de derecho”, 
las prestaciones directas del Estado en materia comercial e 
industrial eran menores que las actuales. Hace unos instantes 
el señor senador Korzeniak -sin duda, llevado por su entusias- 
mo en la interpretación jurídica- señalaba que, aparentemente, 
para configurar el modelo, es necesario mantener una propor- 
ción de 80 a 20 entre actividades estatales y privadas, 


Me parece que, precisamente, por ese camino llegamos a 
interpretaciones que no están avaladas por la Constitución, 


En lo sustancial, sobre todo después de la reforma consti- 
tucional del año 1967, el mayor o menor grado de interven- 
ción del Estado en materia comercial e industrial ha sido 
bastante elástico. Creo que tanto en este aspecto como en las 
competencias que se le otorgan al Podcr Ejecutivo, radican las 
dos innovaciones más importantes de la reforma de 1967. 


Básicamente, el tema del Estado social de derccho figura 
en el Capítulo relativo a los derechos de la Constitución; 
mientras ello no se vulnere -lo que no se hace a través de este 
proyecto de ley- la Carta permite una elasticidad bastante 
amplia en cuanto al espectro de intervención directa del Esta- 
do en el campo comercial e industrial, 


De este modo espero haber aclarado estos dos puntos. 
Muchas gracias. 
SEÑOR BRUERA. - Señor Presidente: ... 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa debe aclarar al señor 
senador Bruera que su tiempo ha expirado. 


SEÑOR BRUERA. - Mis tres minutos fueron utilizados 
por el señor senador de Posadas Montero. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No, señor senador; no fueron 
utilizados por el señor senador de Posadas Montero. 
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SEÑOR BRUERA. - Pero, yo quería ... 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, para contestar una 
alusión, tiene la palabra el señor senador Bruera. 


SEÑOR BRUERA. - No la pedí para contestar una alu- 
sión, sino para conceder una interrupción que me había ... 


SEÑOR PRESIDENTE. - Disculpe, señor senador, pero no 
le entiendo. 


SEÑOR BRUERA, - De acuerdo, señor Presidente, le voy 
a hablar cerca del micrófono para que me escuche claramente. 


El señor senador Cassina me había solicitado una interrup- 
ción cuando estaba haciendo uso de la palabra. Si el señor 
Presidente me indica que expiró mi tiempo, lo acepto; pero 
reitero que mi intención era concederle una interrupción al 
señor senador Cassina. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Lo siento mucho, señor senador; 
pero como reglamentariamente ha expirado su tiempo, no 


puede conceder más interrupciones. La Mesa también le pide 


excusas al señor senador Cassina. 


Correspondería que ahora hiciera uso de la palabra el si- 
guiente orador anotado. 


5) CUARTO INTERMEDIO 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR, - Solicito que el Senado pase a cuarto 
intermedio hasta el día de mañana a las 16 horas. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Lamento discrepar 
con el señor senador Millor, pero quisiera puntualizar que, por 
diversos motivos, el Senado viene trabajando a un ritmo lento. 
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Tal como todos sabemos, la lista de oradores anotados para 
referirse a este tema es extensa, y es posible que se incluyan 
otros que aún no lo han solicitado. 


Admito las argumentaciones que se han hecho acerca de la 
importancia de este asunto, pero reitero que al ritmo que veni- 
mos trabajando la consideración del proyecto nos va a insumir 
demasiado tiempo. Además, esto está retrasando el tratamien- 
to de todos los demás temas que se encuentran a estudio del 
Senado, tanto en el Plenario como en sus Comisiones. 


En mérito a ello, sugeriría hacer el pequeño sacrificio de 
sesionar hasta que el señor senador Irurtia haya completado su 
exposición. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, hay dos posiciones: la 
moción formulada por el señor senador Millor y el criterio 
contrario, expuesto por el señor senador de Posadas Montero. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Millor, en el sentido de que el 
Senado pase a cuarto intermedio hasta el día de mañana a las 
16 horas. 


(Se vota:) 
-15 en 26. Afirmativa. 
El Senado pasa a cuarto intermedio. 


(Así se hace a la hora 20 y 19 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores 
senadores Amorín Larrañaga, Arana, Astori, Belvisi, Blan- 
co, Bouza, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de 
Fuentes, de Posadas Montero, Gargano, Irurtia, Korze- 
niak, Lenzi, Millor, Olazábal, Oxacelhay, Pereyra, Raffo, 
Ricaldoni, Santoro, Urioste y Zumarán). 
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